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INTROOUCCION. 

El Interés para desarrollar el presente tema surge 

al prestar mi servicio social en el ámbito del Poder Judicial 

Federal, en especial, en un Juzgado de Distrito en Materia 

Administrativa, en el que tuve la oportunidad de conocer 

someramente la teorla y práctica del juicio de amparo. 

Uno de los aspectos que me Interesaron, dentro 

de lo complejo y técnico que resulta ser el juicio de 

garantlas, es el de quiénes son considerados como autoridades 

responsables y en particular si los organismos descentralizados, 

coadyuvantes de la Administración PGbllca Federal, podlan 

ubicarse dentro de esta categorla. 

Se analiza el concepto general de autoridad, quienes 

tienen ese carácter y con base en ello cuáles actos son 

susceptibles de atribuirse las denominadas autoridades 

responsables para los efectos del juicio de amparo; tomando 

en consideración si las caracterlstlcas del acto reclamado 

puedan revestir de imperio al mismo y si dispone de la fuerza 

pública para hacerlo cumplir, pues es inconcurso que en los 

tiempos actuales la diferencia que se estableció en el pasado 

de lo _nue era una autoridad para los efectos del amparo ya 

no es tan nltlda. 



Por Oltlmo, se considera que para determinar la 

procedencia del juicio de amparo contra los actos de los 

organismos descentralizados es necesario acudir .1 a ley 

como fuente que puede resolver si determinada institucl6n 

pObllca es no autoridad responsable. Esto es, s! con 

fundamento en alguna disposicl6n legal esa lnstltucl6n puede 

~ornar determinaciones dictar resoluciones que en alguna 

forma cualquiera, puedan ser exigibles mediante el uso directo 

o indirecto de la fuerza pOblica. 



CAPITULO 1 

GENERAL 1 DAD ES. 

A) CONCEPTO Y ESTRUCTURA DE LA ADMJNISTRACION PUBLICA 
FEDERAL 

Previamente, al estudio de este tema, se determinar~ 

el origen etlmol6glco de la palabra admlnlstraci6n y su 

deflnicl6n. 

Adminlstraci6n proviene del latln administrativo, 

onls (dirección, ejercicio, servicio); administrar viene 

de administrare, de ad, a, y ministrare, ad manus trahere, 

traer a mano; trahere hace tractum surgiendo ah! la última 

radical del sustantivo administrator, administrador. El 

administrador ministra, maneja, sirve, provee, ejerce un 

cargo. Por último, administrare, verbo proveniente de la 

voz mlnister (que sirve o ayuda) se forma mediante el tema 

minls, contrapuesto a magis, que sugiere la idea de actividad 

subordinada, car~cter que resulta visible en términos como 

ministro 

servicio. 

Inclusive como administraci6n, entendido como 

Pedro MuHoz Amato define, por su parte, la 
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administraci6n públ !ca como el gobierno, es decir, todo el 

co.njunto de conducta humana que determina como se distribuye 

el ejercicio de la autoridad pol!tica. (1) 

Gabino Fraga habla de la administraci6n, como 

organización especial que debe entenderse desde dos puntos 

de vista: formal y material. El primero, como organismo 

público que ha recibido del poder pol!tlco la competencia 

y los medios necesarios para la satisfacción de los intereses 

generales. desde el punto de vista material, continúa 

diciendo el maestro Gabino Fraga, es la actividad de este 

organismo considerado en sus problemas de gesti6n de 

existencia propia, tanto en sus relaciones con otros organismos 

semejantes como con los particulares, para asegurar la ejecuci6n 

de su misión. (2) 

La administraci6n pública federal es una organizaci6n 

que forma parte de la actividad del Estado, que depende 

directamente del poder ejecutivo federal y se caracteriza 

por un conjunto de 6rganos centralizados y desconcentrados 

y, por excepción, paraestatales, que tienen a su cargo atender 

legalmente las Imprescindibles necesidades públicas, organizadas 

( 1) 

(2) 

Muñoz Amato, Pedro. Introducción a la Administración 
Pública. Ed. Porrúa. México, 1979. pag. 60. 
Fraga, Gabino. Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. México, 
1979. pag. 119. 
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en servicios administrativos generales o en ·forma de servicio 

pOb! leo; (3) 

AdemAs, no debemos olvidar ·que constitucionalmente 

la administración pCibl !ca es una ··estructura pol ltica auxi llar 

del Poder Ejecutivo, para la ejecución de la ley. 

La administración pública es una estructura polltica-

jurldica reconocida en la Constitución. El articulo 69 de 

nuestra Carta Magna ordena que el Presidente de la RepCibllca 

rinda al Congreso de la Unión un informe por escrito, en 

el que manifieste el estado general que guarda la administración 

pCibllca del pals. 

La organización del Est~do debe ser eficiente y 

dar al pCibllco el servicio adecuado las necesidades que 

satisface. Esa organización pCiblica y la acción que desarrolla 

se denomina la administración pública. 

La administración pCib l lea es uno de tantos 

instrumentos que posee el Estado para el control social. 

Podemos decir que la administración en sentido amplio, es 

la actividad total del Estado para la realización de sus 

(3) Serra Rojas Andrés. Derecho Administrativo. Ed. PorrCia. 
México, 1985. pAg. 74. 
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fines necesarios y contingentes. 

poderes. 

Es actividad de los tres 

por 

Desde el 

administración 

punto de 

pObllca la 

vista restringido, entendemos 

actividad del poder ejecutor 

en la realización de los fines del Estado que le corresponden 

en razón de su competencia. 

Desde las edades mas remotas encontramos vestigios 

que presuponen el resultado 'de una magnifica administración 

pObllca en la sociedad antigua como son la muralla china 

y las plramldes de Egipto. Y, entre nosotros, las ruinas 

de Palenque y Chichén-ltz~. por mencionar algunas,. y si 

continuamos haciendo un recorrido a través del tiempo abundarlan 

los ejemplos sobre las obras resaltantes de una organización 

administrativa en todo el mundo que surgió y se desarrolló 

como respuesta necesidades Inaplazables, mucho antes que 

se hiciera objeto de una disciplina clentlfica y se beneficiara 

de la aplicación de su técnica. 

Alejandro Carrillo Castro al citar en su obra "La 

Reforma Administrativa en México", dice que la administración 

de los asuntos pObllcos por medio de una burocracia profesional 

ha existido siempre, ahi ha habido tareas que solucionar 

de manera central izada para grandes grupos de hombres y 
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en gran espacio. (4) 

Tratando someramente el aspecto histórico de Ja 

Administración PCibl ica Mexicana, nace con un fuerte impacto 

que Je deja de herencia Ja Corona Española, que va a copiar 

en parte estilo y métodos norteamericanos; a fines del siglo 

XIX surge Ja corriente general de penetración de Ja cultura 

francesa, para finalmente, esto es, también en la actualidad, 

sigan siendo los Estados Unidos de Norteamérica el pals que 

ejerza mayor inf iuencia. México añade todo el mosaico 

heredado su aporte, que en algunos campos !o colocan en posición 

progresista y en otros mantiene un anacrónico atraso, formando -

estos contrastes una de nuestras mas conocidas caracterlst!cas. 

(5) 

Pues bien, recordando Ja historia de nuestro pals, 

en Ja época precolonial, encontramos un panorama conformado 

de tribus lndlgenas (Cacicazgos o Reinos), que vinieron algunas 

en estado sedentario, y se extendieron por todo el territorio 

de lo que hoy es el Estado Mexicano. 

(4) 

(5) 

En la época de los Aztecas quien ejercla la 

Carrillo Castro, Alejandro. 
pag. 32. 

Ed. PorrCia. México, 1980. 

López Alvarez, Francisco. La 
y la Vida Económica. Ed. PorrCia. 

Administración 
México, 1986. 

Pública 
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administraci6n pública era el Rey, auxiliado en sus funciones 

por el sacerdocio, la nobleza y la clase militar. Este era 

primordialmente el supremo jefe militar de la confederacl6n. 

Todo lo concerniente a la guerra y a la defensa era encomendado 

ai ejército. La admlnistracl6n habla alcaniado cierto adelanto, 

que se manifestaba en obras públicas, templos, caminos, etcétera, 

habla cierta planeaci6n de los servicios que eran indispensables 

en la colectividad. 

Después de la llegada de los españoles habla una 

descentralizaci6n funcional que dio origen la creacl6íl 

en el orden judicial, de gran número de tribunales, que asumlan 

la jurlsdicci6n en asuntos determinados en los que cada rama 

de la adminlstracl6n pública tenla especial interés. 

Los tribunales eran ordinarios o comunes, conociendo 

de los juicios civiles y penales que no tenlan señalada 

jurlsdicci6n especial. En los juzgados de Indias, se ventilaban 

los asuntos en que estaban interesados los indlgenas, los 

que se circunscriblan a la aplicaci6n de las Leyes de Indias. 

Oe las cuestiones en materia de 

tribunales de la Hacienda Rea\. 

gozaba de fuero especial 

eclesl~sticos. 

impuestos se encargaban los 

Por otra parte, el clero 

través de los tribunales 

La monarqu!a era la cabeza de la Iglesia, pues 
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dependla, desde el punto de vista institucional, directamente 

del gobierno español; estaba subordinada al Estado, solamente 

tenla ciertas libertades en los asuntos relacionados con 

la doctrina y la religión. El patronato real se encargaba 

de controlar a la Iglesia. Sin duda a ella se debe la conquista 

espiritual, la conversión, la civllizaci6n y la educación 

de la sociedad indlgenas. (6) 

Francisco L6pez Alvarez, cita el comentario de 

la aplicación de la exuberante legislación y la desconcentración 

funcional, daba a la administración un notable cariz procesal 

y legalista, que hacia dificil la distinción entre lo que 

era administración y lo que estrictamente era judicial.. 

La demora en los 1 i tig los la fragmentación de la autoridad, 

tralan como consecuencia la lentitud administrativa, en casos, 

por las consultas necesarias al gobierno de la metrópoli, 

de quien dependla muchas veces del fallo definitivo. 

Se puede deducir que la administración y la 

organización de la Colonia no fue uniforme; luego entonces,/ 

la impreparación polltica fue la mAs funesta herencia que 

la Colonia legó al México Independiente. (7) 

(6) Flores Caballero, Romero. Administración Polltica en 
la Historia de México. Ed. lNAP. México, 1979. 

(7) López Alvarez, Francisco. Ob. Cit. pAg. 19. 
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Con la Independencia sufre la admlnlstraci6n pObl fea 

un cambio radical en su estructura. Los lideres criollos 

de la Nueva Espaíla se consideraban como vasallos de ·Espaíla, 

que tenlan derecho a organizar una junta similar a la Junta 

de Sevilla, una de tantas que organizó el pueblo espaílol 

para defender a la Corona. 

En la Constitución de Apatzlngan de 1814, se 

establecieron tres órganos de gobierno como son: El Supremo 

Congreso Nac lona!, El Supremo Gobierno y el Supremo Tribunal 

de Justicia. 

Desde el punto de vista administrativo, eL pals 

estarla gobernado por intendentes en la mayorla de las 

provincias, por jueces en los partidos, y en las jurisdicciones 

menores se mantendrlan provisionalmente gobernadores y 

ayuntamientos. (8) 

Con la Constitución de 1824 quedan separados los 

tres poderes, Ejecutivo, Legislativo y Judicial. El artlflce 

principal de la estructura administrativa del Estado Mexicano 

es Lucas Alaman, quien ocupó la cartera de Relaciones Exteriores 

en un lapso muy breve. A este gran pensador. mexicano se 

(8) Flores Caballero, Romeo. Op. Cit. pAg. 53. 
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Je debe Ja creación de la Secretarla de Estado de Fomento, 

Colonización; Industria y Comercio, puesto que desde siempre 

se habla distinguido por su pensamiento proteccionista, as! 

como por su deseo de construir un México mercantt l izado y 

la c~Ionizaci6n era un medio eficaz para unir territorialmente 

a Ja nación mexicana. 

Juárez sentó las bases del México contemporAneo. El g~ 

bierno con sol id O su autoridad moral y diseño los fundamentos 

de Ja administración pública de Jos gobiernos subsecuentes, 

especialmente en Ja polltica de colonización, recursos 

hidráulicos, comercio, hacienda pública, educación; equilibr6 

los tres poderes. (9) 

La estructura del gobierno mexicano presenta un 

vasto camino de órganos y atribuciones originados en su régimen 

polltico republicano, federal y presidencial: un poder ejecutivo 

unipersonal, un legislativo bicameral y un judicial, 31 Estados 

y un Distrito Federal. 

Los Estados miembros de Ja federación, en su régimen 

interior, también adoptan Ja división de poderes. 

(9) Flores Caballero, Romeo. Dp. Cit. pág. 130. 
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El Poder Ejecutivo Federal se deposita para su 

ejercicio en una sola persona, el presidente de la Repablica, 

representante del gobierno federal, y como jefe del. Estado 

actúa como un órgano poi ltico en la Jefatura del gobierno, 

y con el carkter de órgano administrativo, al proveer, en 

esta esfera especifica, a la exacta observancia de las Leyes 

del Congreso. 

En su calidad de órgano administrativo, el presidente 

de la Repabl lea es la mhima autoridad federal. Se auxilia 

de las Secretarlas de Estado y de Departamentos Administrativos 

que se establecen en una Ley que expide el Congreso, de la 

Procuradurla General de la Repablica y de Jo5 org~nismos 

autónomos descentralizados. 

Los titulares de estos órganos estfo sujetos anica 

y exclusivamentes la Ley, los reglamentos, decretos, 

acuerdos, órdenes e instrucciones del presidente de la Repabllca, 

quien los nombra y remueve libremente. 

Las funciones encomendadas la administración 

pública federal han Ido aumentando y, en consecuencia, los 

órganos y organismos destinados a cumplirlas. Los primeros, 

las Secretarlas de Estado y los Departamentos Administrativos, 

son creados por el Congreso de la Unión mediante una ley, 

mientras que los segundos, los organismos descentralizados, 
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empresas de participación estatal fideicomisos, también 

los crea el Congreso de la Unión, o el propio ejecutivo· federal. 

Estos dos tipos de organismos se han denominado bajo dos 

grandes grupos: Administración Centiil y Administración 

Descentra! izada. 

El 

ejecutivo se 

Administración 

sector Central de 

integra, conforme a 

Públ lea Federa 1 por 

dependencia 

la Ley 

inmediata 

Orgánica de 

del 

Ja 

17 Secretarlas de Estado 

y un Departamento. Existe además una Procuradurla cuyo titular 

es nombrado y removido 1 ibremente por el Presidente de Ja 

Repóbl lea. 

Estos órganos son los siguientes: ·secretarla de 

Gobernación, Secretarla de Relaciones Exteriores, Secretarla 

de Ja Defensa Nacional, Secretarla de Marina, Secretarla 

de Hacienda y Crédito Público, Secretarla de Desarrollo Social, 

Secretarla de la Contralorla General de la Federación, 

Secretarla de Energla, Minas e Industria Paraestatal, Secretarla 

de Comercio y Fomento Industrial, Secretarla de Agricultura 

Recursos Hidráulicos, Secretarla de Comunicaciones y 

Transportes, Secretarla de Educación Pública, Secretarla 

de Salud, Secretarla del Trabajo y Previsión Social, Secretarla 

de la Reforma Agraria, Secretarla de Turismo, Secretarla· 

de Pesca, Departamento del Distrito Federal y Procuradurla 

General de la República. 
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Los -organismos_ - descentralizados y las empresas 

de participaí:ión: es\atal, que tienen dependencia mediata 

del Ejecutivd -se han multiplicado en las Gltimas décadas, 

en función de situaciones diversas, entre las cuales destacan: 

a).- La decisión del Estado de crear organismos 

par:a ejercer funciones que hasta el momento no desempeñaban; 

unos se hicieron necesarios para dotar de estabi 1 idad al 

sistema económico, como el banco central, llamado Banco de 

México, que se creó, en principio, para atender la necesidad 

de contar con un emisor Gnico de moneda; otros por ser 

indispensables para propiciar un desarrollo económico y social 

sostenido. 

b).- La prestación directa, por el Estado de servicios 

pGbl leos considerados de interés nacional, tales son los 

casos de la Comisión Federal de Electricidad, los Ferrocarriles 

Nacionales de México y Petróleos Mexicanos. 

c).- La atención de actividades económicas que 

no hablan sido atendidas adecuadamente por el sector privado, 

sea por los altos requerimientos de inversión, las bajas 

tasµs de utilidad o el largo plazo para recuperar la Inversión. 

Por lo general, estos organismos se encuentran 

regidos por un órgano colegiado, que en algunas ocasiones 
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equivale al consejo de administración de una sociedad anónima, 

como en el caso de los Ferrocarriles Nacionales de México, 

entre otras, también se encomienda dicha función a un mecanismo 

de coordinación lntersecretarial, como el Instituto Nacional 

para el .Desarrollo de la Comunidad Rural y de la Vivienda 

Popular, a una comisión mixta de coordinación entre el sector 

público y privado, as! ocurre en el caso del Instituto Mexicano 

del Seguro Social, existen casos, como el del Instituto 

del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores en 

que la composición del órgano rector se fundamenta en un 

cogobierno de autoridades organizaciones de trabajadores 

y de patronos. 

Por lo común, del órgano colegiado depe'nde un director, 

di rector genera 1 o gerente genera 1. También aqul es posible 

encontrar diferencias que se establecen en la ley o decreto 

que los crea. En ocasiones, este funcionario es nombrado 

por el propio órgano colegiado; en otras lo nombra la 

dependencia que preside ese consejo, comisión junta 

directiva y en otras mas se requiere nombramiento por acuerdo 

directamente con el titular del Ejecutivo. 

Ei articulo 1' de la Ley Organtca de la Administración 

Púbi tea Federal hace 

administración Pública: 

importa di st i ngu 1 r es 

alusión una 

centra 1 Izada y 

e 1 hecho que 

clasificaclón 

paraestatal. 

1 os órganos 

de 

Lo 

de 

la 

que 

la 
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administración pública centralizada son diferentes en sus 

modalidades jurldicas y técnicas los órganos de· la 

administración pública descentralizada o paraestatal. 

La centralización de Ja administración pública 

federal organiza los órganos que auxilian al Presidente de 

la República bajo una relación de absoluta dependencia 

jerárquica en el mando y en la capacidad para resolver Ja 

totalidad de Jos asuntos legales, administrativos y técnicos. 

La administración pública paraestatal corresponde 

en la doctrina a una forma jurldica y técnica de organización 

a ciertos órganos de la administración centralizada. El 

hecho que 1 as entidades pa raestatal es estén organizadas bajo 

un régimen jurldico distinto al de Jos órganos centralizados, 

por la diferencia que asumen, no significa que se escapen 

del control y actúen Independientemente del Ejecutivo Federal. 

( 10) 

Estos 6rganos descentralizados o entidades 

paraestatales tienen personalidad jurldica y patrimonio propio, 

además de un alto grado de autonom!a técnica y orgánica. 

( 10) Fraga Gabino. 
México, 1979. 

Derecho 
pág. 167. 

Administrativo. Ed. Porrúa. 
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La descentrallzad6n administrativa es la técnica 

de organización· jur!dlca de· un ente pQbllco, que Integra 

una personalidad a la que le asigna una limitada competencia 

territorial o aquella que parcialmente administra asuntos 

espec!flcos, con determinada autonom!a Independencia, 

sin dejar de formar parte del Estado, el cual no prescinde 

de su poder pol!tlco regulador y de la tutela administrativa. 

La Ley Organica de la Administración POblica Federal 

establece que la administración pObllca paraestatal esU 

compuesta por 

descentralizados, 

fideicomisos. 

1 as siguientes 

empresas de 

8) CONCEPTO DE AUTORIDAD. 

entidades: 

partlclpación 

organ 1 smos 

esta ta 1 

Los fines del Estado constituyen direcciones, metas, 

propósitos o tendencias de caracter general que se reconocen 

a este para su justificación y se consagran en su legislación. 

La palabra "Autoridad", proviene del lat!n, segQn 

el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia 

Española, Madrid, 1984, 20a. ed. pag. 154, tiene las siguientes 

acepciones: a).- Carkter o representación de una persona 

por su empleo, mérito o nacimiento; b).- Potestad, facultad; 

c).- Potestad que en cada pueblo ha establecido su constitución 



- 16 -

para que rija y gobierne, ya dictando leyes, ya haciéndolas 

observar, ya administrando justicia; d).- Poder que tiene 

una persona sobre otra, como el padre sobre los hijos, el 

tutor sobre el pupilo, el superior sobre el Inferior; 

e).- Persona revestida de algún poder, mandato o magistratura; 

f).- Crédito y fe que, por su mérito y fa,a, se da a una 

persona o cosa en determinada materia; g).- Texto, expresión 

o conjunto de expresiones de un libro o escrito, que se citan 

o alegan en apoyo de lo que se dice; h).- Autoridad de cosa 

juzgada: se dice de lo que est& ejecutado. 

Por supuesto que no todas, pero si algunas de las 

acepciones que anteceden, son ·útiles para caracterlzar 

la autoridad. 

Gabino Fraga considera que Úgano de autoridad 

es todo aquel que tiene facultad de decisión y ejecución, 

o alguna de ellas por separado; o sea, cuando la competencia 

que otorga a un órgano implica la facultad de real izar actos 

de naturaleza jurfdica que afecten la esfera de los particulares 

y la imponer a éstos su determinación. 

Los órganos de administración pública que tienen 

el car6cter de autoridad, dice Gabino Fraga, pueden concentrar 

en sus facultades las de decisión y las de ejecución; pero 

cuyo desempeño, conjunto o separado, produce la creación, 
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modificación la extinción de situaciones generales 

especiales, jurldicas o f~ctlcas, dadas dentro del Estado. 

Para e! Doctor Ignacio Burgoa, la palabra "autoridad" 

equivale poder, potestad actividad que es susceptible 

de imponerse a algo, y, referida al Estado, como organización 

jurld!ca y pollt!ca de !a sociedad humana, implica e! poder 

con que éste está Investido, superior todos !os que en 

él existan o puedan existir, y que se despliega imperativamente, 

en tal forma, que a nada ni a nadie les es dable desobedecerlo 

o desacatarlo; en una palabra, es el poder del Imperio, emanado 

de la soberanla, cuyo titular real es el pueblo. El concepto 

de "autoridad", en atención a este primer sentido, constituye 

uno de los elementos que integran la naturaleza del Estado, 

garante de la eficacia y observancia del orden jurldico. 

En otra acepción, senala Burgoa, por autoridad 

se entiende aquel órgano de! Estado, Integrante de su gobierno, 

que desempena una función especifica, tendiente realizar 

las atribuciones estatales en su nombre. Bajo este aspecto 

el concepto de autoridad ya no implica una determinada potestad, 

sin que se traduzca en un órgano del Estado, constituido 

por una persona o funcionario, o por una entidad moral 

cuerpo colegiado que despliega ciertos actos en ejercicio 

de! poder de imperio. Tal como se desprende de la concepción 

contenida en el articulo 41 de la Constitución. En este, 
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sentido, podemos aseverar que es el Estado quien crea sus 

propias autor! dades, mediante los diversos ordenamientos 

legislativos en los que se consigna su formación, organización 

y función, encauzado por las bases y reglas que el mismo 

establece normativamente. 

El maestro Burgoa, al afirmar que el concepto 

autoridad revela la idea del órgano estatal, se esta refiriendo 

su rasgo general y extrinseco, ya que dentro del régimen 

jur!dico del Estado, existen diversas entidades pCiblicas, 

diversos cuerpos, que no son autoridades, en el correcto 

sentido de la palabra. (11) 

C) LOS ORGANOS DEL ESTADO: AUXILIAR Y AUTORIDAD. 

El Drgano del Estado es el conjunto de elementos 

materiales y personales con estructura juridica y competencia 

para realizar una determinada actividad del Estado; as! tenemos, 

que como órgano del Estado puede considerarse al Congreso 

de la Unión, un Juzgado de Distrito, una Secretarla de Estado, 

una Dirección Jur!dica, ate. 

(11) Burgoa Drihuela, Ignacio. El Juicio de Ampa_ro. Ed. 
Porraa. México, 1984. 21a. Edición. pag. 187. 
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El órgano-individuo se visualiza desde el orden 

d'e la ,realidad, y es siempre un hombre o varios; el órgano 

institución, es desde el orden de las normas. As!, el Congreso 

de- la Unión, es una plural !dad de hombres que lo integran, 

y desde el punto de vista de órgano institucional es conforme 

la Constitución. 

El órgano institución tiene una area de competencia 

y un conjunto de atribuciones y facultades. Al repartirse 

las funciones y los órganos, de conformidad con el principio 

de división de poderes y la atribución de una función o parte 

de ella un órgano, produce su competencia, que podrla 

definirse como la asignación de su función. 

Desde el punto de vista de la división de competencia 

entre los órganos de la administración, da lugar la 

clasificación de ellos en razón de la naturaleza de las 

facultades que les son atribuidas, as! tenemos que pueden 

separarse en dos categorlas: unos que tienen el carActer 

de autoridad y otros que tienen carActer de auxiliares. (12) / 

Respecto de los primeros, ya se habla asentado 

que se trata de la competencia otorgada a un órgano, y que 

( 12) Biscaretti Ruffla. Derecho Constitucional. 
Madrid, 1973, pag. 197. 

Ed. Tecnos, 
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esto· impl lea la facultad de real izar actos de naturaleza 

jurldlcá que afectan Ja esfera de los particulares y ia de 

imponer éstos sus determinaciones, es decir, cuando el 

referido 6rgano estA investido de facultades de decisl6n 

y de ejecuci6n. Entonces, se estA frente a un 6rgano de 

autoridad. 

As!, por ejemplo, 

existen dos órganos que son 

y el Presidente Municipal. 

dentro del régimen municipal, 

fundamentales: El Ayuntamiento 

El Ayuntamiento es un órgano 

de decisión, que toma sus resoluciones en base a las facultades 

establecidas por Ja ley, pero que directamente no las ejecuta. 

El Presidente Municipal es un órgano de ejecuci6n a. quien 

estA encomendado 1 levar a efecto las decisiones tomadas por 

el Ayuntamiento. 

Cuando las facultades atribuidas un órgano se 

reducen a darle competencia para auxiliar a las autoridades 

y para preparar Jos elementos necesarios a fin de que éstos 

puedan tomar sus resoluciones, entonces se tiene el concepto 

de órgano auxiliar. 

Gabino Fraga hace una clasificaci6n de Jos 6rganos 

auxiliares atendiendo sus atribuciones, entre Jos que 

encontramos aquel los 6rganos auxi 1 iares de preparación técnica 

y material de los asuntos, que los 6rganos de autoridad deben 
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decidir •.. :~~u:e1Ío.s'.'s.ón'-·6r~·anos .consultivos, los cuales pueden 

ser, o bien col~g{~~os Íi bien unitarios. 

·En.tre··lris .. 6rganos de consulta pueden existir diversos 

grados, segOn la necesidad legal de oirlos y la obl!gaci6n 

que haya de seguir las opiniones que emitan. Asimismo, puede 

suceder que las autoridades tengan una facultad discrecional 

para solicitar la opini6n de esos 6rganos de consulta. (13) 

A diferencia de los 6rganos autoritarios, los !!amados 

auxiliares carecen de las facultades de decisión y ejecución, 

y de la potestad de imponer sus determinaciones, pues su 

actividad estriba en coadyuvar, en diversas y variadas formas, 

con las autoridades, bien sea preparando técnicamente el 

negocio que ante ellas se ventilen, proporcionándoles su 

consulta, o bien prest~ndoles una colaboración general, que 

no en todos los casos es obligatorio. 

E 1 maestro Ignac lo Burgoa c ! ta a Don Andr~s Serra 

Rojas, que dice que los órganos aux! 1 lares se concretan 

preparar las determinaciones administrativas, sin que puedan 

tomar ninguna determinación, salvo los casos en que la Ley 

estima en forma transitoria y ocasional que un 6rgano auxiliar 

(13) Fraga Gab!no. 
México, 1979, 

Derecho 
pAg. 126. 

Administrativo. Ed. PorrOa, 
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tome una providencia decarácte~ p¡:ov!s!oriaÍ. 

En el punto' anterior, se tocó el tema referente 

a los atr!buto's- de 'los- actos de autoridad. Ahora bien, estas 

autoridades, o mejor dídío estos órganos de autoridad, reunen 

las siguientes caracterlstlcas, que los hace además distintivos 

de los órganos auxiliares no autoritarios, que son a saber: 

a).- Se trata de un órgano del Estado representado 

por una persona o funcionario, o bien por un cuerpo colegiado. 

b).- La titularidad de facultades de decisión 

ejecución pueden ser realizadas de manera conjunta o separada. 

c).- En el ejercicio de sus facultades, sus actos 

serán revestidos por la imperat!vldad. 

d).- Esos actos de imperio se traducirán en la 

creación, modificación extinción de situaciones generales 

o especiales, de hecho o de derecho, dadas dentro de! régimen 

estatal, o la alteración o afectación de las mismas. 

Como se puede apreciar, dentro de las caracterlsticas 

del órgano autoridad, resalta el poder que en su acepción 

general se refiere al dominio, Imperio, facultad y jurisdicción, 

que se tiene para mandar o para ejecutar una cosa. La capacidad 
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para crear, modificar o destruir un derecho o una obllgacl6n 

u otra fuerza legal. 

En el derecho pObl leo moderno, el poder se refiere 

a la autoridad que tienen los órganos del Estado que forman 

su gobierno~. 

El poder es la vez 

fuerza material. La primera, 

la segunda, permite cumplir 

comunidad polltlca. 

una fuerza jurldlca y una 

lo encauza lo justifica; 

reatlzar los f lnes de una 

La presencia del Estado la encontramos en todas 

partes. Su autoridad se hace bajo diversas fo"rmas: en forma 

de actos administrativos, en forma coactiva para que se cumplan 

sus mandamientos, en forma de asistencia y de otras maneras; 

pero siempre será a través de ordenamientos o ejecuciones. 

D) CONCEPTO DE JUICIO DE AMPARO. 

Encontrar una deflnlclOn concreta que se acomode 

un criterio general, de lo que es el juicio de amparo, 

no existe dentro de los estudios más sobresalientes de éste, 

con tales caracterlsticas. 
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Diversas definiciones del juicio de amparo han 

sido expuestas; pero es de gran Importancia recalcar que 

cada autor difiere de los demás no sólo en los elementos 

de forma sino, incluso, en el género mismo en el que se coloca 

la institución. Para lo cual, mencionaré los conceptos que 

al respecto han ventilado algunos de los estudiosos más 

prominentes de la materia. 

Ignacio l. Vallarta lo concibe con un sentido 

netamente individualista, tomando como base su estricta 

procedencia constitucional, derivada de la interpretación 

rigurosa y literal del articulo 101 de la Constitución de 

1857. Definiéndolo de esta forma: "El proceso .legal Intentado 

para recuperar sumariamente cualquiera de los derechos del 

hombre consignados en la Constitución y atacados por una 

autoridad de cualquier categorla que sea, o para eximirse 

de la obediencia de una Ley o mandato de una autoridad que 

ha Invadido la esfera federal o local respectivamente". (14) 

Don Emilio Rabasa no da una definición del juicio 

de amparo, pero s 1 conceptos y observaciones acerca de su 

naturaleza. 

(14) Ignacio L. Vallarta, El Juicio de Amparo y el Writ 
of habeas corpus, México, 1981, pág. 39. 
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El sustentaba:. ·que :eL--ampa_ro._ es juicio y recurso 

a la vez, con base-en-cíu~}erJ:'un ~r1n'é1pici, Ja· ley reglamentarla 

de 1861 le liam-ó:ju18ci;:~Jracié~~s;~·cói:respond!a al ejercicio 

de un derecho surgido•-• J¡¡i~~h.~r~\i\Naclón, lo que significa 

una acción nueva n_o'.' j uzgaA~';•fódav!a;' poster 1 ormente, 1 a de 

1869, usó el vocablo-'recunso;'.r la- .de 1882 empleó ambas 

locuciones. 

Respecto lo anterior sostenla: "El juicio no 

se Inicia sino Intentando una acción para reclamar la 

satisfacción de un derecho; el recurso se entabla sobre una 

resolución judicial para reclamar la revisión t lene por 

objeto que se corrija Ja mala aplicación de la ley; es una 

parte del juicio; es 1o primero siempre Jo ·que motiva la 

violación de cualquier articulo que no sea el 14, porque 

esta violación origina una acción nueva que se ejercita en 

el amparo reclaméndose la satisfacción del derecho violado; 

en el caso del articulo 14, el procedimiento tiene Ja 

naturaleza los caracteres del recurso; el pretexto de una 

violación, pero como el oficio de la Suprema Corte es examinar 

si la ley ha sido o no exactamente aplicada es de mera revisión 

y tiene por objeto enmendar Ja mala aplicación de Ja ley 

en los procedimientos comunes". (15) 

(15) Emilio Rabasa, 
Capitulo XII l. 

El articulo 14 y el juicio constitucional. 
México, 1955, pég. 255. 
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Para el jurista Ignacio Durgoa Orihuela el amparo 

es: medio juridico que preserva las garantlas 

constitucionales ~del~ gobernado contra todo acto de autoridad 

que las viole; que garantiza a favor del particular el sistema 

competencia[ existente entre las autoridades federales y 

la de los estados, y que, por último protege toda la 

constitución, asi como toda legislación secundaria, con vista 

la garantla de legalidad consignada en las artlculos 14 

y 16 de la ley fundamental y en función del interés particular 

del gobernado". (16) 

Burgoa también tiene un punto de vista respecto 

a si el amparo es un juicio o un recurso. Al efecto, estima 

que se trata de un juicio, fund~ndose en que el órgano de 

control constitucional, quien incumbe su conocimiento, 

no sólo reemplaza Ja autoridad responsable sino que la 

juzga por lo que atañe su actuación constitucional, es 

decir, califica sus actos conforme al ordenamiento supremo 

sln decidir acerca de las pretensiones originales del quejoso, 

cuando el acuerdo recaldo a ellas no implique contravenciones 

a Ja ley fundamental. 

Para Héctor Fix Zamudio, dentro del concepto del 

(16) Ignacio Burgoa, El Juicio de Amparo, Editorial Porrúa, 
México, 1988, pAgs. 115 - 117. 
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proceso de amparo: es.:; "Urí ll.ro.cédlmlent'o arm6nlcci, ordenado 

aut~;1.d::::0 s;c··1~i~~'ct.!~~~.r~~~5c~f {f ~;fa~~lfr:JI',t::L~t\.~:~ .•. ::~. 
· ;: ~ :::~~·:if~:.i'MiN #f~[n~r~J.;~·;;{~~C,er.~.1d tifubre~··· :ci e•;.····1 a·~· . normas 

-'-~- r,:_:' __ .:;·::~=~ i;:~;. -.•"o• 

·~a~a '.¡l'~¿n;Ó Trueba, el amparo "Es la serle ordenada 

de actos l~es'é:r.1tJs por la ley, mediante los cuales la justicia 

de· la unl6n. decide las controversias que tienen por objeto 

la , reclamacl6n de los derechos de las personas que la 

Constltucl6n garantiza cuando éstos han sido violados o 

desconocidos por la autoridad plibl ica". ( 18) 

Humberio Brisefio Sierra, estima qu~ "El amparo 

es un control constitucionalmente establecido para que, 

instancia de parte agraviada, los Tribunales Federales apliquen, 

desapl lquen o inapl iquen la ley o el acto reclamado". (19) 

Octavio A. HernAndez, lo define señalando sus 

elementos que lo componen. Y su concepto es que "El amparo 

(17) Héctor F 1 x Zamud 1 o, 
Porrlia, México, 1964, 

El Juicio de Amparo, 
págs. 137 y 138. 

Editorial 

(18) Alfonso Trueba, Derecho de Amparo, Editorial Jus, S. A. 
México, 1974, págs. 96 y 97. 

(19) Humberto Briseño Sierra, El Amparo Mexicano, Editorial 
Cárdenas Editor y Distribuidor, 1072, pág. 144. 
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es una de las garant!as componentes del contenido de la 

~jurisdicción constitucional mexicana, que se manifiesta y 

realiza en un proceso judicial extraordinario, constitucional, 

legalmente reglamentado, que se sigue por vla de acción y 

cuyo objeto es que el poder judicial de la federación o los 

órganos auxiliares de éste, vigilen imperativamente la actividad 

de 1 as autoridades, fin de asegurar por parte de éstas 

y en beneficio de quien pida el amparo, directamente el respeto 

la constitución indirectamente a las leyes ordinarias, 

en los casos que la propia Constitución y su ley reglamentaria 

prevén". (20) 

Para Juventino V. Castro, "El amparo es un proceso 

concentrado de anulación -de naturaleza constitucional-

promovido por v!a de acción, reclam&ndose actos de autoridad, 

y que tiene como finalidad el proteger exclusivamente a los 

quejosos contra la expedición o aplicación de leyes violatorias 

de garant!as expresamente reconocidas en la Constitución; 

contra los actos conculcatorios de dichas garant!as; contra 

la inexacta y definitiva atribución de la ley al caso concreto; 

o contra las invasiones reciprocas de las soberanlas ya federal 

ya estaduales, que agravien directamentes los quejosos, 

produciendo la sentencia que conceda la protección el efecto 

(20) Octavio A. Hern&ndez, Curso de Amparo, Editorial Porrúa, 
México, 1983, p&g. 6. 
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de restltulr»las\cosas.:~al. estado. que ,te_nlan'·antes de efectuarse 
.: ;..·. ,.· _.· ' _. .•. i•, ·.-.- "'. 

la violacló'n··.re-~la~ácla ~si''' el ''acto es.'ú car6cter positivo-, 

o el- de ÓiiÍÍ9~/a la~ 'autoridad i¡ue se respete la garantla 

vlÓlada, c~f!l·~r1~ndg con lo 'gue ella exige -si es de car6cter 

neg~ftvp;•;. ···.•"e¿\} 

De las anteriores definiciones, se advierte que 

la opinión que m6s se sustenta es la de considerar al amparo 

como un juicio y no como un recurso; ahora bien. 11 recurso 11
, 

como su denominación lo indica, es un volver a dar curso 

al conflicto, un volver, en plan revisor, sobre lo andado, 

de manera que ante quien deba resolverlo concurren las mismas 

partes que contendieron ante el inferior, pedirle que 

reanalice la cuestión controvertida y que decida si la 

apreciación efectuada por éste se ajusta o no la ley 

correspondiente, y, en su caso, solicitarle que reforme 

la determinación con que no se est6 conforme._,,. 

En el recurso se esH en presencia del mismo 

conflicto, establecido respecto de las mismas partes y que 

debe ser fallado con base en la misma ley que debió regir 

la apreciación del inferior. Esto es, se sigue dentro del 

proceso. 

(21) Juventino V. Castro, Garantlas y Amparo, Editorial Porrúa, 
México, 1986, Quinta Edición, p6g. 295. 
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En relación al amparo, tenemos que, quien hasta 

entonces ha sido juzgador pasa a desempeñar el papel de parte 

demandada; y, por tal razón, el conflicto a resolver no es 

ya el que 

sino el de 

fué sometido a la consideración de dicha 

si la conducta de ésta configura o 

contravención a la Carta Magna. 

parte, 

no una 

En el juicio de amparo, la materia y las partes 

son diferentes a las del proceso ordinario en que se dictó 

la resolución reclamada. De ah! que, en el caso del recurso, 

el superior se sustituye al Inferior, lo que significa que 

se conduce como éste debió haber actuado no lo hizo; en 

lo que respecta al juicio de amparo no hay tal sustitución 

y el órgano de control, que advierte y declara la ilegalidad 

de la conducta asumida por la autoridad responsable, manda 

que ésta enmiende tal conducta. 

De lo anterior tenemos que la acción constitucional, 

distinta de la que se hizo valer en el juicio ordinario, 

tiene la virtud de Iniciar el proceso de amparo. En 

consecuencia, tenemos que, el juicio de amparo, es un 

procedimiento autónomo con caracter1sticas especificas propias 

de su objeto, que es el de lograr la actuación de las 

prevenciones constitucionales través de una contienda 

equilibrada entre el gobernado y el gobernante. 



CAPITULO 11 

LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 

A) CONCEPTO DE AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO 
DE AMPARO. 

La Constitución Polltlca de los Estados Unidos 

Mexicanos en su articulo 103 y la Ley de Amparo en su articulo 

primero establece en una redacción similar, la procedencia 

del juicio de amparo contra leyes o actos de la autoridad 

que violen las garantlas individuales; por leyes actos 

de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanla 

de los Estados, y por leyes o actos de las autoridades de 

éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal. 

El articulo 11 de la Ley de Amparo, establece las 

caracterlsticas. que debe reunir la autoridad responsable 

para efectos del juicio de garantlas, señalando que es la 

que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de 

ejecutar la ley o el acto reclamado; de donde se advierte 

que éstas son de dos tipos, a saber, ordenadoras y ejecutoras. 

Para los efectos del juicio de amparo, dice Luis 

Bazdresch, son autoridades en general los órganos del poder 
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público superior o inferior, que por la ley que los instituyó 

están facultados para expedir prevenciones, órdenes 

disposiciones, que afecten de alguna manera a los particulares, 

ya en su conjunto, ya Individualmente, as! como los órganos 

encargados de cumplir esas disposiciones o de imponer su 

cumplimiento a los particulares, ya por si mismos, o con 

la Intervención de otro órgano gubernativo; una autoridad 

determinada reviste la calidad de responsable, cuando alguien 

le atribuye un acto u omisión que se considere vlolatorio 

de sus garantlas. 

B) AUTORIDADES FEDERALES, LOCALES Y MUNICIPALES. 

Las autoridades responsables federales son las 

que integran, centralizadas o descentralizadas, en el sistema 

federal en alguno de los tres poderes: Legislativo, Ejecutivo 

y Judicial. 

Las autoridades responsables federales locales 

son aquel las que pertenecen al sistema de organización Interno 

de alguna entidad federativa, de cualquiera de sus tres poderes: 

legislativo, ejecutivo y judicial. 

Son autoridades responsables municipales las que 

pertenecen al sistema de organización interno de alguna entidad 
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municipal, por. la realización de actos administrativos o 

judicia_le_s. 

Los municipios· no: pueden emitir leyes, es Un sujetos 

las que· emita la federación o los Estados a través del 

Congr.eso.de.- la Unión o de la legislatura local, respectivamente. 

C) AUTORIDADES UNITARIAS Y COLEGIADAS. 

Las autoridades responsables suelen tener un sólo 

funcionario que encarna al órgano estatal, entonces se trata 

de autoridades "unitarias, como puede ser un Juez de lo civ!L 

Otras veces las autoridades responsables son órganos del 

Estado que esUn encargados por varios funcionarios que actúan 

conjuntamente, como puede ser un Tribunal Superior de Justicia 

de alguna entidad federativa. 

Las autoridades responsables investidas de poder 

estatal, con base en la constitución o en la ley, se denominan 

autoridades de derecho. 

Son autoridades responsables de hecho aquellas 

que, carentes de investidura c.onstitucional o legal, forman 

parte del aparato estatal, bien federal, local o municipal 

y realizan una conducta que afecta al particular, que es 
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impugnado en_el amparo. 

A su. vez, la autoridad responsable que dicta una 

orden o un mandato, que toma una decisión basada o no en 

la constitución o la ley, es una autoridad ~rdenadora. 

La autoridad responsable que se encuentra encargada 

de dar cumpl imlento a un mandato o una orden de una autoridad, 

es la que ejecuta o trata de ejecutar y, por ende, se le 

llama autoridad ejecutora. 

D) AUTORIDADES CENTRALIZADAS Y DESCENTRALIZADAS. 

La estructura central izada se caracteriza por una 

organización del Poder Ejecutivo Federal, ya sean de la 

federación o de una entidad federativa, en la que pertenece 

directamente ese poder ejecutivo, través de v!nculos 

Jer~rqulcos que le dan unidad ese poder, en que sus 

integrantes se constituyen por nombramiento; son sujetos 

al mando, de sanci6n, de solución, de controversias 

competenciales y de vigilancia, etc. 

SI reclamamos un acto de la Secretarla de Hacienda 

y Cre6ito Público, hacemos una reclamacl6~ dirigida una 

autoridad responsable centralizada, dado que forma parte 
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del Poder Ejecutivo Centralizado, por darse los diversos 

vinculas jer&rqu!cos mencionados. 

En la organización descentralizada del poder público 

se relajan algunos o alguno de los mencionados vinculas de 

jerarqula, pero el organismo descentralizado forma parte 

del poder ejecutivo cuando tiene la potestad imponible sobre 

los gobernados, sin requerir el apoyo indispensable de un 

órgano central izado, es decir, que se debe considerar como 

autoridad, en contra de sus actos procede el juicio de 

amparo. 

Si un órgano, como un departamento jurldlco d~ 

una secretarla de Estado, que forma parte de la· administración 

pObl!ca centralizada no goza de potestad. de imperio o de 

soberanla imponible sobre los gobernados, no es autoridad, 

pero si la ley les otorgara capacidad para decidir resolver 

sobre asuntos que se sometan a su consideración, y ejecutar 

los acuerdos y mandamientos de los titulares de las secretarlas, 

si serla autoridad y sus actos serian objeto de los medios 

de impugnación, incluso, el juicio de garantlas. De tal 

manera, podrlamos interpretar contrario sensu la tesis 

jurisprudencia! número 358, Segunda Sala, p&glna 616, Apéndice 

1917-1985, que dice: 

"DEPARTAMENTOS JURIDICDS DE LA SECRETARIA DE ESTADO, 
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NO SON·. AUTORIDADES.- Los departamentos jurldicos de las 

Secretarlas de Estado no son autoridades que puedan ser 

enjuiciadas en el amparo, pues son Organos de consulta, sin 

m6s función que la de opinar acerca de los asuntos que se 

cometan a su considerac!On, sin que por tarito, tenga capacidad 

para decidir y resolver sobre ellos, ni para ejecutar los 

acuerdos o mandamientos de los titulares de dichas secretarlas•. 

La impugnabi!idad de los actos de autoridad 

responsables centralizadas o descentralizadas través del 

juicio de amparo depende de que ese Organo central izado o 

descentralizado actúe con potestad, con imperio, con soberan!a, 

respec.to de los gobernados, afect6ndolos en su esfera jyr!dica 

en forma directa persona 1. Habr6 imperio, potestad o 

soberanla en el 6rgano estatal centralizado o descentralizado, 

cuando la voluntad de éste se imponga a los gobernados, sin 

darle relevancia al posible consentimiento de los gobernados. 

(22) 

E) AUTORIDADES DE HECHO Y DE DERECHO. 

El derecho constitucional se interesa por el problema 

de los gobiernos de hecho, dada la constante necesidad de 

(22) Arellano Garcla, Carlos. El Juicio de Amparo, Editorial 
Porrúa, México, 1983. 
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calificar la luz de los principios constitucionales la 

legalidad de un· gob!erno•surgido en forma diversa de la regulada 

por la .constÍtud6npolltÍ~a del pals, y también la posibilidad 

de examinar la val ldez de los actos de !os funcionarios de 

ese gobierno frente a los derechos del individuo garantizados 

por la Constitución. 

Al respecto, el maestro Gab!no Fraga cita la 

claslf!caci6n de Gastlin Jeze sobre !as situaciones que pueden 

presentarse con motivo del ejercicio de un cargo público: 

l.- El funcionario de derecho, es el que tiene 

una investidura regular, porque su designación elección 

se ha efectuado cumpl !éndose con todos los 'requisitos que 

las leyes establecen. 

Il.- El funcionario de hecho, es el que tiene una 

investidura, pero que ésta es irregular y además, aparentemente, 

da la impresión de funcionario legalmente designado. (23) 

En nuestra Carta Fundamental se establece la forma 

de obtener la investidura necesaria para ejercer la competencia 

que a cada uno de los poderes se atribuye. La competencia 

concede la autoridad, al 6rgano, el derecho y el deber 

(23) Fraga Gabino, Op. Cit., pág. 161. 



- 38 -

de hacer uso de las facultades que concede la ley. 

Constitucionalmente, 

atribuida expresamente, ésta 

órbitas de poderes impllcitos. 

la competencia debe estar 

es la regla, aun cuando hay 

La competencia es un conjunto de facultades que 

un órgano puede legltlmamente real Izar. Como tal, es 

improrrogable, salvo que la ley lo autorice. 

La competencia, dentro del Ambito del derecho 

constitucional, no puede delegarse, por lo menos, su 

prohibición es tajante en las constituciones rlgidas. 

La competencia, condiciona la validez del acto, 

un acto emitido fuera de la competencia serA motivo para 

que el particular lo Impugne, y obtener que quede sin efectos. 

De esta manera podrA considerarse si habrA órgano 

competente y órgano incompetente, conforme tengan no 

facultades constitucionales para desempeñar una función pQbllca. 

As! tenemos que los 

Constitución Federal establecen 

del Poder Legislativo, en qué 

artlculos 51 al 61 de la 

quienes son los 

forma son electos 

titulares 

para el 

desempeño de su cargo, qué requieren para obtenerlo y 
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convertirse en t 1tu1 ares. y qué organ l smos es Un encargados 

de verificar las regularidades de las elecciones. 

En Jo concerniente al Poder Ejecutivo, los articulas 

80 y_ 82 establecen quién es titular, en qué forma se elige 

o se designa,_ y los requisitos que se necesitan para serlo. 

Por último, 

de !os titulares del 

artlculos 94 101 

federal. (24) 

Iguales prescripciones rigen acerca 

Poder Judicial en !os términos de los 

del mismo ordenamiento constitucional 

(24) Fraga Gab!no, Op. Cit. p4g. 160. 



CAPITULO 111 

LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. 

A) CONCEPTO. 

En su acepción gramatical, descentralizado es 

transferir diversas corporaciones personas una parte 

de la autoridad que antes ejercia el Gobierno Supremo del 

Estado; en otras palabras, se descentraliza cuando dichas 

potestades se distribuyen entre múltiples órganos. 

La organización descentralizada se caracteriza 

porque sobre ella no existe jerarqula del poder central. 

ta 1 parece que nuestra Constitución, dice Del fino Solana 

Y&ñez, "No admite esos organismos, ya que todas las facultades 

de administración corresponden al Ejecutivo. 

Es pertinente señalar que el articulo 27 

constitucional, entre otros, establece impllcita Ja base 

para la existencia de la administración públ lea paraestatal, 

al prever que Ja propiedad originarla de Ja nación sobre 

las tierras y aguas del territorio mexicano, as! como el 

dominio directo de todos Jos recursos naturales de la plataforma 

continental y Jos zócalos submarinos de las islas, de todos 
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los minerales, los yacimientos de piedras preciosas, de sal, 

de gema y las salinas, los combustibles minerales sólidos; 

el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, llquidos 

y gaseosos; toda vez que para establecer las reservas Nacionales 

en materia minera, para llevar cabo en forma exclusiva 

la explotación· del petróleo, carburo de hidrógeno sólidos, 

ilquidos y gaseosos, para generar, conducir, transformar, 

distribuir y abastecer energla eléctrica; para la explotación 

de minerales radioactivos y combustibles nucleares, para 

el desarrollo y el mejoramiento de las condiciones de vida 

de la población rural y urbana, y el fomento de la agricultura, 

fueron creadas instituciones como son: Petróleos Mexicanos; 

Comisión Federal de Electricidad y sus filiales; Instituto 

Nacional de Investigación Nuclear de Uranio Mexicano, etc. 

Por otro lado, el articulo 28 constitucional prohibe 

la existencia de monopolios y estancos de cualquier clase 

y la aplicación de castigos a quienes concentren y acaparen 

los artlculos del consumo necesario con el objeto de elevar 

los precios. 

Los articulas 28 y 73, fracciones X y XXV de Ja 

1oisma Carta Suprema, indican la necesidad de crear un banco 

línico de emisión y las instituciones educativas de salubridad 

asistencia, culturales y de investigación que puede 

establecer, organizar y sostener el Congreso de la Unión, 
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con lo que se crean CONACYT, Consejo Nacional de Fomento 

Educativo, Hospitales e Institutos Médicos. 

Por su parte, el articulo 123, en su Inciso f). 

fracción X, del apartado B, se refiere expresamente al deber 

del Estado de establecer un fondo habitaclonal de la vivienda 

para los trabajadores, disposición que da origen al INFONAVIT, 

la creación del Instituto Mexicano del Seguro Social y del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

al Servicio del Estado (Apartado A, fracción XXXI y apartado 

B, fracción XI). 

La reforma constitucional de 1981 a. los ar~!cuios 

90 y 93, constituyen la base que sustenta la creación de 

las entidades de la Administración Pública Paraestatal. 

La Ley Orgfoica de la Administración Públ lea Federal 

Instituye formalmente como auxiliarse en las tareas del 

Ejecutivo Federal a 1 os órganos adml n 1 strat i vos de car~cter 

centralizados y paraestatal. 

Oentro de 1 a organ izac Ión paraestata 1 se encuentran 

comprendidas las entidades siguientes: los organismos 

descentralizados, las empresas de participación estatal 

mayoritaria y minoritaria; las instituciones nacionales de 

crédito, organizaciones auxiliares de crédito e instituciones 
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nacionales de seguros y fianzas, los fideicomisos y las 

Sociedades Nacionales de Crédito creadas en agosto de 1983, 

por decreto presidencial. 

Ahora bien, los organismos descentralizados se 

caracterizan por ser instituciones creadas por disposici6n 

del Congreso de ia Uni6n, o por el ejecutivo federal; tienen 

personalidad jurldica y patrimonio propios, no guardan 

relac16n de jerarqula respecto de los 6rganos centrales. 

Como podemos apreciar, el Estado a través de los 

organismos descentralizados satisface necesidades colectivas, 

en caso de que 1 a act 1v1 dad sea tan genera 1 de ta 1 magnitud 

o tan desprovista de una compensac16n adecuada, que no hay 

empresas privadas que puedan interesarse en realizarla. 

En este caso se encuentran comprendidos todos los organismos, 

cuyo objetivo es la prestaci6n del servicio de defensa nacional, 

de pollcla, de crédito (agrlcola, de obras públicas, etc.) 

seguros y fianzas en general, la infraestructura, como son: 

comunicaciones y transportes, servicios portuarios, marltimos, 

aéreos, de irrlgac16n, protecci6n a lndlgenas, aprovechamiento 

de zonas aridas, etc. 

Los funcionarios titulares de los 6rganos 

descentralizados son nombrados por el presidente de la república 

o a través de los coordinadores del sector, con excepc16n 



- 44 -

de las universidades, seglin Jos articulas 52 y 53 de· la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal. La actividad 

de Jos organismos descentra! izadas se regula tanto .Por sus 

normas de derecho plibl!co que los crea, como por otras de 

diferente rango, incluyendo las de derecho p~!vado. 

El dom!c!J!o de los organismos descentralizados 

es aquel donde tienen su residencia los órganos de decisión 

y dirección, o donde actlia el órgano descentra! izado. Sus 

órganos superiores suelen ser colegiados: Asambleas, Consejos 

o Juntas. Su representación recae en un director General, 

como en el Instituto de Seguridad y Servicio Social de Jos 

Trabajadores al Servicio del Estado; en un Rector, como en 

la Universidad Nacional Autónoma de México; o en un Gerente 

General, como en los Ferrocarriles Nacionales de México. (25) 

La descentralización administrativa tuvo su origen 

y desarrollo teórico en Franela, a través de la institución 

que denominaban establecimiento plibl!co descentralizado, 

y que obedec!a a la necesidad práctica de atender un servicio 

plibl!co, con personal técnico especializado, con Independencia 

presupuestar! a, que d lera flex lb! 1 !dad las necesidades 

(25) Pichardo Pagaza, Ignacio. Introducción a la Administración 
en México, 2a. parte funciones y especializadas libros 
INAH-CONACYT, págs. 355 y 356. 
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económicas del servicio, y libre de los factores y problemas 

que Impone la burocracia centralizada, ya que de acuerdo 

con estas ideas el personal tenla un estatuto jurldico distinto 

del de la burocracia. 

B) LA DESCENTRALIZACION POR REGION. 

La descentralización por región, consiste en el 

establecimiento de una organización administrativa destinada 

manejar los intereses colectivos que corresponden a la 

población radicada en una determinada c i rcunscrl pe Ión 

territorial y desde el punto de vista de la administración 

significa la poslbilldád de una gestión m~s "eficaz de los 

servicios públicos, y por lo mismo, una realización m~s adecuada 

de las atribuciones que al Estado corresponden. 

Se seña 1 a como uno de 1 os i nconven 1 entes de 1 a 

descentralización administrativa por reglón el que coincide 

con una descentralización polltlca, siendo los mismos órganos 

administrativos y los órganos politices, lo que trae como 

consecuencia la Intervención de factores de esa lndole en 

la administración, con perjuicio de ésta. 

De acuerdo con el articulo 115 de la Constitución 

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, la organización 
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municlpa\'esta forma en que la leg!slacl6n mexicana ha adoptado 

la des~entra·! 1·zac16~ por ·reglón. 

C) LA DESCEHTRALIZACIOH POR SERVICIO. 

El Estado tiene encomendada la satisfacción de 

necesidades de orden general, que requiere procedimientos 

técnicos sólo al alcance de funcionarios que tengan una 

preparación especial. 

Los servicios que con ese objeto se organizan conviene 

ponerlos en manos de individuos con preparación técnl~a que 

garantice su eficaz funcionamiento, y para evitar un creclmlento 

anormal del poder del Estado, del que siempre se sienten 

celosos los particulares. La forma de conseguir ese propósito 

es dar lndependencla al servicio y constituirle un patrimonio 

que sirva de base a su autonom!a. (26) 

Algunas de las ventajas del sistema son: 1.- Entregar 

el manejo de un servicio técnico a quienes tienen la preparacl6n 

técnica necesaria, y se procura satisfacer las necesidades 

colectivas cuyas atenciones corresponden al Estado. 2.­

Dar cierta autonomla al servicio técnico, a la vez que descarga 

(26) !bid. p~g. 212. 
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al poder del cumplimiento _de serlas obligaciones, contribuye 

la realización de Ideales democrHlcos por dejar que los 

Interesados 

lo que, al 

gobernantes. 

en el servicio intervengan en su manejo, por 

propio tiempo se limita la omnipotencia de Jos 

3.- Crear un patrimonio especial al órgano 

descentralizado, 

del Estado, es 

lndependiz~ndolo del patrimonio general 

de los facll ltar y atraer liberalidades 

particulares, pues saben 

desarrollo del servicio 

con 1 a masa genera 1 de 

que ellas lr~n servir para el 

descentralizado y no confundirse 

los fondos pGbllcos. 4.- Como el 

órgano descentralizado puede llegar sostenerse con sus 

propios recursos, es decir, puede Industrializarse, existe 

una ventaja evidente para el Estado para los contribuyentes·, 

pues no ser~ necesarió el Impuesto como fuente indispensable 

para soste~er dicho servicio. 

O) LA DESCEHTRALIZACIOH POR COLABORACIOH. 

Se origina cuando el Estado va adquiriendo mayor 

Ingerencia en la vida privada y cuando, como consecuencia, 

se le van presentando problemas para cuya resolución se requiere 

una preparación técnica de que carecen los funcionarios 

polltlcos y los empleados administrativos de carrera. Para 

tal evento y ante Ja Imposición de crear en todos Jos casos 

necesarios organismos especializados que recargarlan 
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considerablemente la tarea y los presupuestos de 1 a 

administración, se impone o autoriza a organizaciones privadas 

su colaboración, haciéndolas participar en el ejercicio de 

la función administrativa. 

Por Jo tanto, Ja descentralización por colaboración 

viene a ser una de las formas del ejercicio privado de las 

funciones pfiblicas. 

En Ja teor!a que se ha formado al respecto se 

establecen dos elementos: "a) el ejercicio de una función 

pfibllca, es decir, de una actividad desarrollada en Interés 

del Estado; b) el ejercicio de dicha actividad en ;nombre 

propio de la organización privada". (27) 

De lo anterior se advierte Ja diferencia que separa 

la descentralización por colaboración de Ja descentralización 

por reglón y de la descentralización por servicio. Estas 

realizan la actividad pfibllca en nombre y en Interés del 

Estado, ya que por ser éste una persona moral, requiere de 

personas f!sicas que expresan su voluntad y al expresarla, 

Jo hacen como órganos del propio Estado, es decir, a nombre 

y en Interés de éste. 

(27) !bid. p~g. 123. 
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El maestro Gablno Fraga co~enta que pudiera decirse 

que en la declaración por reglón, concretamente referida 

al municipio, las funciones públicas que a éste se encomiendan, 

se ejercitan principalmente en aras del mismo municipio, 

no negando tal circunstancia, pero hace resaltar la situación 

que el Interés del municipio es al mismo tiempo el interés 

del Estado, coincidiendo con éste, con la fintea circunstancia 

de que se trata de un Interés del Estado local izado 

territorialmente. 

De muy variada 1ndole son las Instituciones que 

colaboran con Ja administración, clas!flc~ndose en tres grupos 

principales, atendiendo al elemento de Ja función administrativa 

cuyo ej ere le i o esta encomendado: 1 a func Ión .de prepara e i6n, 

función de decisión y funclon de ejecución. 

As!, las CAmaras de Comercio Industria y las 

Asociaciones Agrlcolas, t !enen facultades principalmente 

de consulta, aunque no exclusivamente; las empresas 

concesionarias, Jos contratantes en contratos administrativos 

y Jos establecimientos lncorµorados de ensenanza, estan 

colaborando en Ja ejecución de la función administrativa, 

y por último Jos Comlsariados EJ!dales establecidos por la 

legislación agraria, constituyen organismos asociados las 

funciones de decisión y ejecución. 
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Algunas empresas particulares colaboran por 

descentralización en el ejercicio de la función administrativa, 

como son los establecimientos particulares de e.nseñanza 

primaria, secundaria y normal, cuyos estudios y titules son 

reconocidos por el Gobierno. Al respecto el articulo 3• 

constitucional previene que sólo el Estado impartirá educación 

primaria, secundaria y normal, y que Jos particulares que 

deseen Impartirla en cualquiera de esos grados, podrán hacerlo, 

pero sólo mediante una autorización del poder público. As! 

es, pues si empresas particulares realizan esos actos, están 

colaborando con Ja administración y descargan a ésta de la 

tarea que habla de corresponderle. 

El acto de Incorporación es el acto por virtud 

del cual se otorga la autorización a instituciones particulares 

para colaborar con el servicio de enseñanza primaria, secundarla 

y normal, y por consecuencia, para conceder a Jos diplomas, 

titules y certificados que extiendan dichas instituciones 

Ja misma validez que a Jos expedidos por las escuelas oficiales. 

(28) 

La Incorporación determina Ja facultad, de parte 

de Ja administración central, de ejercer sobre el 

establecimiento Incorporado la vigilancia necesaria para 

(28) Fraga Gablno. Op. Cit. pág. 201. 
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lograr el cumplimiento de los requisitos y condiciones que 

establecen las normas legales respectivas. El Estado se 

reserva la facultad de revocar la incor:p_o_racióij y la de 

retirar el reconocimiento de validez oficia_!. de los estudios 

hechos en planteles particulares. 

El articulo s• constitucional establece, que la 

ley debe determinar a las autoridades que deben expedir titulas 

para las profesiones que lo exijan conforme a la propia ley. 

As! tenemos que en una facultad de la autoridad expedir tltu!os, 

y la enseñanza que procede a la expedición viene a constituir 

un acto de preparación o de ejecución de la función 

administrativa, como requisito previo para la obtención del 

titulo. 

As!, se aprecia que las escuelas libres universitarias 

colaboran con el Estado. 

Para conservar dicha unidad, el Estado se reserva 

las facultades necesarias para garantizarla, 

autorización las instituciones admitidas 

saber: La 

colaborar y 

el ejercicio del control y vigilancia necesarios para mantener 

la colaboración dentro de los !Imites legales. 

Se puede observar, entonces que dentro de la 

descentralización por colaboración, la autorización del Poder 
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POblico_ constituye un. elemento fundamenta!. 

En las instituciones que colaboran por 

descentralización destaca en todas el requisito de aprobación, 

autorización, Incorporación reconocimie.nto, que significa 

la condición necesaria para que se les considere Investidas 

de las facultades excepcionales que implica su colaboración 

a la función administrativa. 

El acto de autorización constituye un acto 

administrativo, puesto que es un acto condición que determina 

la aplicación d.e una sltuaci6n juridlca general creada de 

antemano a un caso particular. 

El otro elemento fundamental en la descentralización 

por co 1 abo rae ión est~ const i tu 1 do por facultades de v 1g1lanc1 a 

y de control, que se reserva la administración central respecto 

de las Instituciones colaboradoras. 

de 

E) LA OESCENTRALIZAC!ON ADMINISTRATIVA. 

la descentralización 

organización jurídica de 

administrativa, es la 

un ente pOblico, que 

técnica 

integra 

una personalidad a la que se le asigna una limitada competencia 

territorial, o aquel la que parcialmente administra asuntos 
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especificas, con determinada autonomta o independencia y 

sin dejar de formar parte del Estado, el cual no prescinde 

de su poder polltlco regulador y de la tutela administrativa. 

(29) 

Por su parte, Jorge Olivera Toro apunta "que la 

descentralización, además de ser prlnclplo de organización, 

constituye un reparto de competencias pGbl icas, integrfodose 

una persona de derecho pGblico, con recursos propios y 

la cual se le han delegado poderes de decisión, pero sin 

desligarla totalmente de Ja orientación gubernamental". 

La descentralización tiene como finalidad, dismlnufr 

Jos efectos derivados de que un sólo órgano ! leve todas las 

funciones administrativas que Je corresponden al Estado. 

As!, por ejemplo, la gestión de Jos servicios pGbllcos se 

realiza, entre otras formas, mediante la afectación de un 

patrimonio, que con estructura administrativa, constituye 

una persona jurldica creada por el sistema de disociación 

desmembramiento del poder pGbllco, se le aparta de Jos 

poderes del órgano central. Gráficamente hay un desdoblamiento 

del propio Estado; por eso se mantiene, en el orden del 

funcionamiento de estos organismos, algunos poderes de la 

(29) Serra Rojas, Andrés. 
Administrativa Federal. 

Las Formas de Organización 
Rap. Nos. 31-32, Ed. INAP. 

pág. 171. 
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jerarqu!a a~~inlstratlva centralizada. 

Diversas consideraciones, en orden a las instituciones, 

--hacén- que tradicionalmente se clasifiquen las entidades 

descentfallzadas en: aquellas que ad~lnlstran intereses 

colectivos dentro de una circunscripción territorial, con 

patrimonio propio, personalidad jur!dlca y funcionarios de 

elección popular; y las que tienen como finalidad satisfacer 

necesidades pOblicas especializadas o técnicas, 

independientemente del territorio, en el concepto de que 

en ellas se objetivlza el servicio con la creación de un 

ente pOblico, sin que pierda su vinculación estatal, sino 

que se le da cierta autonom!a o 1 lbertad de acción en su 

campo. 

En norteamérlca la descentralización se ha resuelto 

con el funcionamiento de organismos que atiendan necesidades 

pObllcas con la movilidad propia de una empresa particular, 

pero bajo la égida del Estado, a efecto de salir de la rigidez 

estatal, controlar el comercio Interestatal y crear grandes 

empresas. As! se formaron las comisiones reguladoras 

independientes y las corporaciones gubernamentales. 

Las comisiones regu 1 adoras independientes son 

organismos creados por el legislativo, sin subordinación 

con los Departamentos de Estado, estan sujetos a la revisión 
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de sus decisiones por la Suprema Corte de Justicia y sus 

miembros son designados por el Presidente, con aprobaci6n 

de i Senado. Por lo que hace sus decisiones, tienen 

obligatoriedad legal •. 

Las corporaciones gubernativas, son 6rganos de 

inversi6n establecidos para la conducci6n de una empresa 

particular. Forman el sector econ6mico de propiedad 

administrativa; calcadas sobre moldes de derecho privado; 

están Incorporadas al orden federal, con facultades económicas; 

combaten precios, disminuyen éstos; son medios de reducci6n 

de impuestos y realizadores de la pol!tica laborista. 

Algunas de las corporaciones de importancia son: 

la autoridad del Valle de Tenessee, la Corporación de 

Reconstrucción Financiera, la Autoridad de Suministro Eléctrico 

Urbano y Rural. Generalmente, éstos órganos asumen la forma 

de personas jur!dicas, pero el simoie hecho de que poderes 

particulares puedan ejercerse través de esa forma, no 

significa que los fines para los cuales se creó la autoridad 

estén, como consecuencia, fuera de la órbita de la 

regularización gubernativa. (30) 

(30) Olivera Toro, Jorge. Manual de Derecho Administrativo, 
Editorial PorrGa, México, 1972, pág. 301. 
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Desde el punto de vista financiero, tiene libertad 

para desarrollar su capital sin supervisión administrativa 

del presupuesto nacional. 

Leonard White, divide a las corporaciones en tres 

grupos: Las que el gobierno utii izó durante la época de Ja 

depresión, para facilitar la extensión del crédito a Ja banca, 

seguros, transportes, industria y corporaciones privadas. 

11.- Las destinadas a la realización de actividades de tipo 

comercial económico, pudiéndose citar en este grupo al sistema 

de transporte, producción, regulación y distribución de materias 

primas, construcción de obras públicas, construcción de diques, 

Hbricas de energla, etc. !JI.- Las que son instrume.nto en 

la resolucíón de determinados problemas de emergencia (energla 

atómica, etc.). 

En la descentra! izacl6n administrativa, es el Estado 

quien reconoce o crea Ja personalidad Jurldlca propia de 

los entes de derecho público reconocidos como tales, siendo 

estas personas jurldicas distintas del Estado, y estos 

organismos descentralizados tienen capacidad para la persecución 

de determinados fines, distintos de los realizados por la 

administración central, pero coordinados en Ja esencia para 

Ja consecución común del bienestar público. 

Se d lee, que en la descentra! ización administrativa 
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hay una especie de desmembramien.to dél ~ÓdéF)'.~ábÍtc~,: y segOn 

la doctrina, en la descentralizac16.n eirsí:ell .. las autonomlas 

org&nica y técnica. 

La autonomia orgán 1 ca existe cuando se asignan 

prerrogativas propias, ejercidas por autoridades distintas 

del poder centra 1, que pueden oponer éste su esfera de 

competencia, teniendo capacidad para dictar sus propios 

ordenamientos normativos. 

La autonomia técnica se configura cuando se asignan 

solamente reglas de gestión administrativa y financieras, 

diversas de las aplicadas al organismo central, semejante.s 

a las utilizadas por el sistema empresarial prlva~o. 

F) DESCOHCENTRACIOH Y DESCENTRALIZACION. 

Es importante establecer la diferencia que existe 

entre desconcentraci6n y descentra! izaci6n, que semánticamente 

significa lo mismo, es decir, alejamiento del centro de la 

periferia. 

Caracteristicas: 

l. Desconcentracl6n. 
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a). - Organo inferior subordinado a una Secretarla, 

Departamento de Estado o a 1 a Presidencia. 

b).- Puede contar o no con personalidad jurld~ca. 

c).- Puede contar o no con patrimonio propio. 

d) .- Posee facultades limitadas. 

II. Descentralización. 

a).- Organo que depende indirectamente del Ejecutivo 

Federal. 

b).- Tiene invariablemente personal !dad jurldica 

propia. 

c).- Cuenta con patrimonio propio. 

d).- Posee facultades m~s autónomas. 

G) LA DESCENTRALIZACION POLITICA Y ADMINISTRATIVA. 

Existen dos tipos de descentralización: la 

descentralización pol!tica y la descentralización administrativa. 

La primera, se relaciona la estructura misma del Estado 

a sus circunstancias histórico-pollticas, siendo en México 

las entidades. federativas (Estados de la Federación) y los 

Municipios. 
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Miguel Acosta Romero dice, que son estructuras 

evidentemente polltlco-admlnlstratlvas que actúan sobre una 

determinada superficie territorial y en las que los 

administrados pueden Intervenir en la elección o designación 

de los órganos del gobierno local, a través del ejercicio 

del voto popular. (31) 

Para Rafael de Pina, la descentralización pol ltica 

hace referencia a la estructura del Estado, en cuanto afecta 

la organización de sus poderes o a la integración de su 

soberanla, y la descentralización admlnlstratlva hace referencia 

la manera de realizar los servicios públicos y la 

distribución de los órganos encargados de cumplirlos. 

La descentralización administrativa re 1 aj a los 

vinculas de relación con el poder central y se sitúa fuera 

del campo de acción de este poder, manteniendo con éste las 

estrictas relaciones de control. 

La descentralización administrativa es una forma 

de organización que adopta ·la administración pública mediante 

una ley, en sentido material, para desarrollar: 1.- Actividades 

que competen al Estado; 2.- De interés General en un momento 

(31) A costa Romero, 
Administrativo, 
pág. 180. 

Miguel. Teorla General del Derecho 
Editorial Porrúa, México, 1979. 
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dado. 3.- A través de_ organismos creados especialmente para 

ello, y que se encuentran dotados de personalidad jur!dlca, 

patrimonio propio, y rég-lmen furldlco propio. 

Dentro de las caracter!sticas Importantes y 

sobresalientes de la descentración administrativa, y en especial 

de los organismos descentralizados, son las siguientes: 

1.- Son creados por un acto legislativo. Todos 

los organismos descentralizados son creados por una ley del 

Congreso o por un decreto del Ejecutivo, surgiendo su 

personalidad jurldlca desde el momento en que entra en vigor 

el acto que los crea. 

2.- Tienen régimen jur!dico propio. Este régimen 

lo constituye generalmente lo que pudiéramos ·11amar la Ley 

Orgánica, que bien puede ser una ley del Congreso, o un decreto 

del ejecutivo. Todos los organl smos descentra! izados cuentan 

con un régimen jurldlco propio, que les regula su personalidad, 

patrimonio, denominación, objeto y actividad. 

3.- Personalidad jur!dica propia. La personalidad 

jur!dica propia de los entes descentra! izados, les es dada 

por e 1 acto creador. Estos organismos son creados por vlas 

de un acuerdo politice administrativo y por normas de derecho 

pübl leo; antes de su creación no existen elementos personales, 
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ni matei'lares como sucede con la creación de otras personas 

jurldlc.as' ·.colectivas,· en que un grupo de personas flsicas 

las orgaÚza>y les dota del patrimonio; su creación se decide 

por .v.la de autoridad, y es después de expedida su ley orgánica, 

cuando se conj~nta el elemento personal, el patrimonio, etcétera. 

4.- Denominación. La denominación es lo que equivale 

al nombre en la persona flslca, y siempre estará prevista 

en el acto de la creación. 

Migue 1 Acosta Romero se ref l ere a 1 a denom in ac l ón 

de los organismos descentra! izados, como la palabra o conjunto 

de palabras en el Idioma oficial del Estado, que distlngu.e 

y dlfe~encla al organismo descentralizado de otra~ instituciones 

similares, sean federales, locales, municipales 

Internacionales. 

5.- La sede de las oflclnas y dependencias y ámbito 

terrltorlal. La sede es el lugar, ciudad, calle nGmero, 

donde residen los órganos de decisión y dirección. El ámbito 

territorial se refiere al lugar o lugares donde actGa el 

organismo descentralizado. 

6.- Organos de dirección, administración y representa-

ción.- Sobre este particular, Miguel Acosta Romero, los 

clasifica en Organos Colegiados y Organos Unipersonales. 
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a).- El órgano colegiado, es el de mayor jerarqu!a 

y el que decide sobre los asuntos mas Importantes de la 

actividad y la administración del organismo. 

b).- El 

encuentra siempre 

órgano 

después 

de representación unipersonal se 

y en grado jerarquice inmediato. 

Este tiene las siguientes funciones: 1.- Cumplir las decisiones 

y acuerdos del cuerpo colegiado superior, 2.- Acordar, en 

algunos casos, con el titutar del .Poder ejecutivo, y cumplir 

sus decisiones y acuerdos en forma coordinada con los del 

cuerpo colegiado. 3.- Representa al organismo en todos los 

órdenes y tiene facultades de decisión y ejecución respecto 

de sus subordinados; viene ser el funcionario ejecutivo 

del organismo, con todos los poderes jur!dicos inherentes. 

7.- Estructura administrativa Interna. La estructura 

administrativa Interna de cada organismo descentralizado 

dependera de la actividad a la que esté destinado y de las 

necesidades de división del trabajo; siempre, por lo regular, 

hay una serie de órganos inferiores en todos los niveles 

jerarquices, de dirección y departamentos que trabajan por 

sectores de actividad. 

8.- Patrimonio propio. Los organismos descentraliza­

dos, como consecuencia de tener personalidad jurldlca, cuentan 

también con patrimonio propio, y este patrimonio esta formado 
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por el conjunto de bienes materiales y derechos con que cuentan 

para el cumplimiento de su objeto. 

Dentro del patrimonio encontramos que pueden existir 

bienes que son del dominio público y bienes del dominio directo; 

dentro de los primeros tenemos aquellos que est~n dentro 

de su patrimonio y que por disposición de la ley se consideran 

de dominio público (articulo 23 fracción VII, de la Ley General 

de Bienes Nacionales). En los segundos encontramos aquel los 

que integran el subsuelo y la plataforma continental, que 

forma parte de elementos que tienen a su disposición; Petróleos 

Mexicanos, para cumplir con su objetivo; en ambos casos, 

el régimen de dominio público impone inalienabilidad, por 

lo que esos bienes se regulan por normas de derecºho públ leo. 

De Igual manera forman parte también del patrimonio 

de estos organismos, un conjunto de bienes y derechos que 

están sujetos a un régimen de Derecho Privado y de los que 

pueden disponer 1 ibremente. Puede también estar formado 

en parte por subsidios o aportaciones temporales o permanentes 

que les destine la Administración Central. 

También los ingresos propios de los organismos, 

derivados del ejercicio de su actividad, o sea, los que obtiene 

por los servicios o bienes que presta o produce, pasan 

engrosar la masa patrimonial con la que cuenta. 
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9.- Objeto.- El objeto de los organismos descentrali­

zados puede ser muy variable y en términos generales puede 

abarcar; a).- La realización de actividades que corresponden 

al Estado; b).- La prestación de servicios públicos; c).­

La Administración y explotación de determinados bienes del 

dominio público privado del Estado; d).- La prestación 

de servicios administrativos; e).- La realización coordinada 

de actividades federales, estatales, locales y municipales, 

o con organizaciones Internacionales, de actividades de 

asistencia técnica y desarrollo económico; la producción 

de servicios o de procesos industriales; f).- La distribución 

de productos y servicios que se consideran de primera necesidad 

o que interesa al Estado intervenir en su comercio. 

10.- Finalidad. La finalidad que busca el Estado 

con la creación de esta clase de instituciones, es procurar 

siempre la satisfacción del Interés general en forma más 

rápida, Idónea y eficaz. 

11.- Régimen Fiscal. La mayor!a de los organismos 

descentra! izados se encuentran exentos del pago de impuestos 

federales, locales y municipales, y esto atendiendo las 

actividades propias de su objeto. Existen algunos organismos, 

como Petróleos Mexicanos, que pagan impuestos a la federación. 

De forma excepcional sabemos que el propio Estado paga Impuestos 

cuando as! lo determina la propia ley. 



CAPITULO IV 

EL ORGANISMO DESCENTRALIZADO Y EL JUICIO DE AMPARO. 

Los organismos descentra! izados dada la naturaleza 

tan compleja y el crecimiento desmedido que han tenido en 

los Oltimos años, desempeñan un papel muy Importante dentro 

de nuestra sociedad. 

Dentro de nuestra lnstitucl6n del Juicio de amparo 

los organismos descentra! izados adquieren una importante 

trascendencia, dada sus variadas posiciones que pueden se.r 

parte dentro de dicho juicio constitucional, si- se encuentran 

en los supuestos que establecen las tres primeras fracciones 

del articulo s• de la Ley de Amparo. 

A) EL ORGANISMO DESCENTRALIZADO COMO AGRAVIADO. 

El elemento personal que integra el concepto de 

agraviado o quejoso esta constituido por cualquier gobernado. 

La Idea de gobernado equivale a la del sujeto cuya esfera 

puede ser materia u objeto de algOn acto de autoridad, total 

o parcialmente. 
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Pueden ser gobernados o quejosos para los efectos 

del amparo, es decir, susceptibles de ser afectados total 

o parcialmente por un acto de autoridad, los siguientes: 

Personas fisicas (individuos}; personas morales de derecho 

privado (sociedades y asociaciones de diferente especie}; 

de derecho social (sindicatos y comunidades agrarias}; y 

organismos descentralizados y personas morales oficiales, 

cuando se afecten o ataquen sus derechos patrimoniales. 

La condición del quejoso, que puede tener todo 

individuo, se deriva de la titularidad que tiene de las 

garant!as individuales consagradas en la Constitución General 

de la República y dada su condición de gobernado. (32) 

La titularidad de la acción de amparo en favor 

de las per~onas de derecho moral privado, es decir, su condición 

de agraviado en el juicio de amparo, está consignada 

expresamente en el articulo a• de la Ley de Amparo, que 

establece que podrfo solicitar la protección federal mediante 

sus legitimas representantes. 

En cuanto a 1 a procedencia de 1 a a ce Ión de amparo 

en favor de las partes o personas morales de derecho social 

(32) Burgoa Orihuela, Ignacio. El Juicio de Amparo. Editorial 
Porraa, México, 1984, pAg. 332. 
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y de los organismos descentralizados, aquella se deriva del 

caracter de "gobernados" ante un acto emanado de algún órgano 

estatal que afecta su esfera jurldica total o parcialmente. 

A titulo de gobernados, las personas morales de derecho social 

los organismos descentralizados gozan de las garantlas 

individuales que otorga nuestra Carta Magna, pues el concepto 

de "individuo", dice el maestro Ignacio Burgoa, que se emplea 

en su articulo primero, debe jurldicamente identificarse 

con 1 a idea de "gobernado". Por lo siguiente, si dichas 

personas los citados organismos resienten en su esfera 

jurldica un acto de autoridad que estimen violatorio de alguna 

garantla individual, tienen expedita la acción de amparo 

para solicitar la protección de ia justicia federal. es decir .• 

pueden ser agraviados o quejosos en el Juicio constitucional, 

cumpliendo previamente con el princi~io de definitlvldad. 

El caracter de quejoso que pueden tener en el juicio 

de amparo las personas morales de derecho público, se encuentra 

previsto expresamente en el articulo 9• de la propia Ley 

de Amparo que establece: Las personas morales oficiales podrfo 

ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios 

representantes que designen las leyes, cuando el acto o 

la ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales 

de aquellos. 
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B) EL ORGANISMO DESCENTRALIZADO COMO AUTORIDAD 

RESPONSABLE. 

Este es uno de los problemas m~s complejos en la 

actualidad a que se enfrenta la teorla del jÚlcio constitucional 

mexicano, ya que dicha cuestión ha adquirido aspectos muy 

Importantes, en atención al auge que ha tomado la actividad 

estatal tendiente a la creación de entidades descentralizadas, 

que no son sino formas jurldicas a través de las cuales el 

Estado actúa en funciones desde un punto de vista estricto 

de derecho público, ya sean propios, as! como aquel los que 

no le son exclusivas y, pudiéramos decir, que no le son propias, 

por lo que al desplegarlas compite con los particula_res en 

variadas ramas de la. vida socio-económica del pal s. 

Desde que nuestro juicio de amparo fue implantado 

en la Constitución de Yucatán de diciembre de 1840 y a través 

de los dÍversos documentos constitucionales que lo crearon 

como institución federal, tales como el Acta de Reforma de 

1847, la Constitución Federal de 1857 y el Código fundamental 

de Querétaro, su procedencia se ha enfocado hacia la finalidad 

de impugnar jurldicamente cualquier acto de autoridad 

violatorios de garantlas consagradas al gobernado. 

En otras palabras, la acción de amparo siempre 

se ha dirigido en contra de los órganos o autoridades del 
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Estado,·• sin s~l:-·eJercháble. en contra de actos que no provengan 
~ .. , ., ,··· 

de ellos/: Por .consiguiente, han quedado fuera del control 

·del·~iJ'1cib·:;'d·e>a.mparo los llamados actos de particulares y 

lo.s" actos:'iiú·e no sean estrictamente de autoridad. 

SI en un principio la tutela de los derechos 

const 1 tuc lona 1 es del gobernado se impart la con exhaust i vid ad 

y eficacia, a través de la procedencia de la acci6n de ªfl!Paro 

contra actos de los 6rganos del Estado propiamente dichos, 

Ja. evolucl6n social y econ6mlca de México han planteado Ja 

necesidad de que se ampl !e Ja 6rblta de ejercicio de dicha 

acción contra actos de entidades pQbl leas que no son 

estrlctamentes 6rganos estatales en sentido tradicional y 

c!Aslco del concepto. Estas entidades pQbl icas, que pueden 

asumir la forma de organismos descentra! Izados y de empresas 

de participación estatal, han adquirido una potencialidad 

Innegable en las diversificadas relaciones que integran la 

vida soclo-econ6mlca del pa!s, Je permite imponer unilateralmen­

te sus decisiones a todos aquellos sujetos f!slcos o morales 

que requieren de sus servicios que prestan de acuerdo a la 

finalidad con que fueron creadas. 

Como anteriormente hemos anal izado que, existen 

caracter! st 1 cas esenc la les cuya concoml tan e 1 a integran 1 a 

naturaleza de los órganos central izados del Poder Ejecutivo, 

caracteres que resultan opuestos a los organlcos y funcionales 
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de los organismos descentralizados. 

El maestro Ignacio Burgoa aprecia que como. en toda 

entidad moral, en el organismo descentralizado se registran 

relaciones internas entre sus miembros componentes y relaciones 

externas frente a sujetos que no pertenezcan a él. 

"Las primeras, sigue diciendo el maestro, se regulan 

por la legislación anterior a que se Instituya dicho organismo, 

que lo estructure o que norme su funcionamiento. Por virtud 

del principio de autonomla que rige las actividades de un 

organ 1 smo descentra 1 izado, éste se considera como una persona 

moral distinta del Estado, aunque creada por la voluntad 

estatal, segOn dijo. Por tanto, sus órganos componentes, 

en quienes radica la facultad directiva de su actuación, 

no son órganos del Estado. De ellos se Infiere que los actos 

que tales órganos realizan dentro del régimen interno de 

la entidad descentralizada, no son actos de 

Jos efectos del amparo, pues aunque puedan 

caracteres de unilateralidad, imperatlvldad y 

autoridad para 

ostentar los 

coercltlvidad, 

no provienen de ningún órgano estatal. Esta apreclacl6n 

se robustece si se toma en cuenta que los componentes de 

un organismo descentralizado, como tales (frente éste, 

a sus elementos directivos, o frente a sus demAs miembros), 

no gozan de garantlas individuales, o sea, no están colocados 

en la situación de gobernados, la que sólo puede darse en 
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las relaciones de supra o subordinación, cuyo objeto pasivo 

es cualquier órgano del Estado" En sus relaciones 

externas, el organismo descentra 11 za do genera !mente se comporta 

como un particular, es decir, realizando actos de variada 

lndole que carecen en s! mismos de fuerza compulsara. Dichos 

actos, por ende, no son actos de autoridad y contra ellos 

obviamente no procede el amparo, en la lntel igencla de que, 

cuando provocan bajo cualquier aspecto la decisión de algún 

órgano estatal que pueda afectar al gobernado, ésta deberá 

constituir el acto reclamado en un juicio de garantlas en 

que el organismo descentralizado figure, como tercero 

perjudicado en los casos contemplados por el articulo s• 
fracción 111, de la Ley de Amparo". (33) 

C) EL ORGANISMO DESCENTRALIZADO COMO TERCERO 

PERJUDICADO. 

Dentro de las partes del juicio de amparo encontramos 

al "tercero perjudicado", que se encuentra establecido en 

la fracción 111 del articulo s• de la ley reglamentarla de 

los artlculos 103 y 107 constitucionales, mencionando quiénes 

pueden intervenir como terceros perjudicados. 

(33J 1b1d. pag. 197. 
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El tercero perjudicado, es el sujeto que tiene 

interés jurldlco en la subsistencia del acto reclamado, interés 

~puesto; al d-el agraviado de que no se le conceda la pr_otecci6n 

federal-o b1en·que se sobresea el juicio. 

El doctor Ignacio Burgoa equipara la posici6n del 

tercero perjudicado con el de la autoridad responsable, puesto 

que ambos sujeos en el proceso de amparo persiguen las mismas 

finalidades y propugnan idénticas pretenciones, consistentes 

en la negativa de la protecci6n federal o en el sobreseimiento 

del juicio por la misma causa de improcedencia. 

Los organismos descentralizados pueden encuadrarse 

dentro de la hip6tesis normativa que establece quiénes pueden 

intervenir con el car~cter de terceros perjudicados. 

D) EL JUICIO DE AMPARO CONTRA ACTOS DE ORGANISMOS 

DESCENTRALIZADOS. 

Si la violacl6n de las garantlas, procede de un 

particular, el problema tiene una solucl6n relativamente 

simple, ya que ia funci6n especifica del derecho es la de 

regir las relaciones entre los individuos que viven en sociedad, 

as! pues, la violaci6n de una libertad por parte de un 

particular provoca debe provocar la intervenci6n de 1 as 



- 73 -

autoridades, para aplicar las sanciones previstas en las 

leyes,- quienes tienen como misión el mantenimiento del orden, 

disponen para el lo de los medios de coacción apropiados. 

'Todos los actos de particulares que desconozcan 

o violen una libertad individual son susceptibles de control 

por medio de la intervención de las autoridades tanto 

policiacas, preventivas y jurisdiccionales. 

El juicio de amparo no puede promoverse contra 

actos de particulares sino contra actos de autoridades. 

Tal como concibió la institución su creadon, 

Don Mariano Otero, por medio del juicio de amparo se creó 

un sistema de defensa de los particulares en contra del Estado 

y se procuró, por tanto, por medio del juicio constitucional, 

poner a cubierto a los Individuos de las violaciones a sus 

derechos pOblicos que pudieran cometer precisamente las 

autoridades. 

Se trata, en conclusión, de un sistema de protección 

de los derechos del hombre contra actos de la autoridad. , 

El problema surge cuando se hace el ana11sís de 

la procedencia del juicio constitucional contra actos de 

los organismos descentralizados. 



- 74 -

El carActer de autoridad responsable 

determinada entidad, para los efectos del juicio de 

no depende de su naturaleza jurldica, es decir, la 

pOblica de que disponen todas aquellas personas, en 

de una 

amparo 7 

fuerza 

virtud 

de circunstancias ya legales, ya de hecho y, que por lo mismo, 

estAn en posibilidad material de obrar como individuos que 

ejerzan actos pOblicos, por el hecho de ser pOblica la fuerza 

de que disponen, sino de la particlpacl6n que tenga o pueda 

tener, con o sin facultades en la gestaci6n o ejecución de 

los actos reclamados, y esta cuesti6n sólo puede dilucidarse 

con pleno conocimiento de causa en la audiencia constitucional, 

al tener en cuenta los informes justificados y las pruebas 

que rindan las partes, pues de otra manera se estarla 

prejuzgando sobre el particular. 

En principio, por regla general los organismos 

descentralizados no tienen el carActer de autoridad para 

los efectos del juicio de amparo, segOn lo ha sostenido el 

Poder Judicial Federal siguiendo las ideas tradicionales 

en numerosas ejecutorias, entre las cuales citamos las 

sigui entes: "COMI s 1 ON FEDERAL DE ELECTR 1 e !DAD. NO ES AUTOR !DAD 

PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO: La Comisi6n Federal de Electricidad 

es un organismo pObllco descentralizado, con personalidad 

jur!dica y patrimonio propio, corporacl6n pública catalogada 

dentro de la categor!a de persona moral en 

la fracci6n 11 del articulo 25 del C6digo 

los términos de 

Civil para el 
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Distrito Federa 1, por cuyo carácter particular no puede ser 

enjuiciada en la vla constitucional de amparo, Instituida 

esencialmente para combatir actos que violen las garantlas 

Individuales, pues su naturaleza queda fuera del concepto 

de autoridad, al carecer de los atributos ésta, por no tener 

Imperio para hacer cumplir sus resoluciones. En consecuencia, 

no puede ser demandada través del juicio de amparo, ya 

que este sólo procede por actos de autoridad que violan 

garantlas Individuales, como lo establece el articulo 1•, 

fracción 1, de la Ley de la materia. ".Amparo en revisión 

16/78.- Héctor Valdlvla Ochoa.- 15 de mayo de 1978.- Unanimidad 

de votos. Ponente: Genaro Congoza Plmentel. Informe de 1978, 

página 329. 

"AUTORIDADES. NO ACTUAN COMO TALES LOS ORGANISMOS 

QUE COMO CONTRIBUYENTES DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION 

Y SERVICIO OE ENERGIA ELECTRICA LO TRASLADAN A LOS USUARIOS.­

Es Inexacto que la Comisión Federal de Electricidad o las 

personas morales que presten el servicio de energla eléctrica, 

sean autoridades y liquiden o retengan dicho Impuesto; lo 

que sucede en realidad es que como causantes del mencionado 

tributo, conforme a tos articulas 1•, Oltlmo párrafo, y 4• 

de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, 

y trlgéslmosegundo transitorio de la Ley que establece, reforma, 

adiciona y deroga diversas disposiciones fiscales, publicada 

en el Diario Oficial de la Federación del 31 de diciembre 
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de 1982, tienen obligación de trasladar ese impuesto a Jos 

usuarios, pero eso no significa que tales organismos actaen 

como autoridade~, ya que anicamente esUn acatando .la ley, 

sin perder su carActer de contribuyentes, pues tiene que 

hacer el pago correspondiente del impuesto de que se trata, 

ya sea que lo trasladen o no, pero en uno y otro casos, no 

se les delegan facultades que corresponden a una autoridad". 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917 - 1988, 

Primera Parte, Tribunal Pleno, tesis jurisprudencia! 22, 

pAg. 46. 

Ahora bien, existen excepciones a la regla general 

aplicada, como la del organismo descentralizado Instituto 

Mexicano del Seguro Social, al que la ley le ha otorgado 

facultades de poder y la jurisprudencia que ha sostenido 

la Segunda Sala de la Suprema Corte le han dado carActer 

de autoridad para los efectos del amparo, tratAndose del 

cobro de cuotas obrero patronales, recargos, etcétera; cuya 

tesis es en los términos siguientes: "SEGURO SOCIAL, EL 

INSTITUTO MEXICANO DEL, ES AUTORIDAD. - A partir de la reforma 

del articulo 135 de la Ley del Seguro Social que establece 

la facultad del Instituto Mexicano del Seguro Social para 

determinar el monto de las aportaciones obrero-patronales 

que deben cubrirse para atender los servicios que presta, 

es de estimarse que el propio Instituto actaa como organismo 

fiscal autónomo y que, por tanto, tiene el caracter de autoridad, 
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para los efectos del amparo que contra él se interponga". 

Jurisprudencia nOmero 315, publicada en el Apéndice al Semanario 

Judicfal de la Federac!On de 1985. Tercera parte. Segunda Sala, 

pagina 531. 

Por otra parte, el Primer Tribunal 

Materia Administrativa del Primer Circuito, 

del entonces Magistrado Don Guillermo Guzm&n 

Colegiado en 

bajo ponencia 

Orozco, dlctO 

una ejecutoria en la cual explico con detenimiento esa cuest!On 

de interés que ha sido tratada por la Suprema Corte, de la 

siguiente manera: "AUTORIDADES, QUIENES LO SON, PARA LOS 

EFECTOS DEL AMPARO. - Conforme la tesis de j uri sprudenc i a 

visible con el nOmero 54 en la pagina 115 de la sexta parte 

del Apéndice al Semanario Judicial de la Federaºción publicado 

en 1965, autoridades son, para los efectos del amparo, todas 

aquellas personas que de hecho o de derecho disponen de la 

fuerza pQbl lea'. Esa tesis, formada con ejecutorias que 

van del Tomo IV al Tomo LXX de la Quinta Epoca del Semanario 

citado, necesita ser afinada en la época actual, en que las 

funciones del Poder Ejecutivo se han desplazado con complejidad 

creciente organismos descentralizados y paraestatales. 

Y se tiene que llegar a la conclusión de que si los particulares 

no puedan por su voluntad unilateral, ni por estipulación 

respecto del tercero (articulas 1860, 1861, 1868 y relativos 

del Código Civil aplicable en materia federal), imponer 

otros cargas que sean exigibles mediante el uso de la fuerza 
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pOblica, ni directamente ni Indirectamente (acudiendo para 

ello los tribunales, por ejemplo) uno de los elementos 

que viene a caracterizar a las autoridades, para los efectos 

del amparo (articulo 103, fracción I, de la Constitución 

Federal), es el hecho de que con fundamento en alguna 

disposición legal puedan tomar determinaciones o dictar 

resoluciones que vengan, en alguna forma cualquiera, 

·establecer cargas en perjuicio de terceros, que puedan ser 

exigibles mediante el uso d 1 recto o 1 nd i recto de la fuerza 

pObllca (segOn que dispongan ellas mismas de esa fuerza, 

a que haya pasibilidad de un camina legal para acudir a otras 

autoridades que dispongan de el las). cuando esas cargas 
,; 

sean an alguna manera exigibles mediante el usa .de la facultad 

económico coactiva, cama impuestas, derechas y aprovechamientos 

(articula 1•, fracción l, del C6diga Fiscal de la federación), 

se estar6 frente autoridades facultadas para dicta.r 

resoluciones de car6cter fiscal". Amparo en revisión RA-794/73. 

Asaren Mexicana, S. A.,- 1' de abril de 1974.- Unanimidad 

de votos Ponente: Gul l lerma Guzm6n Orazco. - Seer.etario: 

Vlctor Manuel Alcaraz B. Informe de 1974, Tercera Parte.-

p6ginas 63 y 64. 

En materia administrativa federal, los órganos 

del Estado, forman la administración pOblica federal, que 

conforme a lo dispuesto en el articulo 90 de la Constitución 

ser6 Centralizada y Paraestatal. Luego entonces, es parte 
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de la administración pObllca el sector paraestatal (régimen 

de descentralizaci6n), compuesto por los organismos 

descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria 

y por los fideicomisos públ leos. Por tanto, los organismos 

descentralizados son autoridades para los efectos del juicio 

de amparo. 

La personalidad jur!dica de las instituciones del 

sector paraestatal no pueden utilizarse como instrumento 

para Invocar la improcedencia del juicio de amparo, porque 

la misma Constitución dispone que los entes paraestatales 

forman parte de la administración pública, sin importarle 

que tengan una personalidad jur!dica diferente, posiblement.e 

esto se deba que reconoce la real !dad que se encuentra 

tras la estructura jur!dica de la personal !dad y quien en 

verdad maneja esos entes es el mismo Estado. E 1 órgano de 

control constitucional debe acudir la única fuente, la 

ley, para resolver si determinada institución pOblica es 

o no autoridad para los efectos del amparo, examinando si 

con fundamento en alguna disposición legal esa instituci6n 

puede tomar determinaciones o dictar resoluciones que vengan 

a afectar la esfera jur!dica del gobernado, ya sea por si 

misma o a través del órgano del Estado o que puedan hacer 

exigible mediante el uso directo 

pOblica. 

i nd 1 recto de 1 a fuerza 
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Los diferentes argumentos para considerar que no 

es requisito esencial para el concepto de autoridad, el que 

ésta forma parte de un órgano del Estado de la admini_straclón 

pObllca centralizada, sino que también son autoridades los 

entes de la administración pública paraestatal cuando la 

ley les otorga facultades de poder, capaz de afectar la esfera 

jurldlca del gobernado o bien, cuando sus actos pueden ser 

objeto de ejecución por parte de un órgano autoridad del 

Estado, sin que sea obst~culo su diferente personalidad jurldlca 

respecto del Estado, nos sirven también para objetar la otra 

idea fundamental de algunos criterios tradicionales, en el 

sentido de que un ente público es autoridad para los efectos 

del amparo si tiene imperio para hacer cumplir sus propias 

determinaciones. 

Sobre este particular, el criterio de la Suprema 

Corte de Justicia, basado en las ideas del ilustre Vallarta 

y otros constitucionalistas, que sostienen que el término 

autoridades para los efectos del amparo comprende todas 

aquellas personas que disponen de la fuerza pObllca para 

obrar. Esta circunstancia es a lo que se ! lama imperio, 

es la potestad o parte de la fuerza pObl lea necesaria para 

asegurar la ejecucl6n de las decisiones para ello y mandatos 

de la justicia, según el maestro Eduardo Pallares. 

Pues bien, el que un ente de la administración 
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pQbllca descentralizada tenga o no Imperio para hacer cumplir 

sus determinaciones, es ahora una caracterlstica que carece 

de Importancia para determinar, por si sola, si ese ente 

es, en caso de tener ese "imperio", autoridad para los efectos 

del .amparo. Un acto de autoridad puede ser también una 

resolución que afecte a los interesados, resolución que pueda 

hacerse exigible mediante el uso directo o indirecto de la 

fuerza pQbl lea. No es necesario que el ente disponga por 

si mismo de esa fuerza, pues basta que haya alguna posibilidad 

legal para acudir a otras autoridades que dispongan de el la, 

con la flnalldad de hacer efectiva su 

debamos considerarlo autoridad. Por 

resolución, para que 

ejemplo los fallos 

pronunciados por el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Efratn Polo Berna!, en su l lbro "Manual de Derecho 

Constitucional", se refiere a un Interesante estudio realizado 

por el doctor Héctor Fix-Zamudio, sobre el problema de la 

protección de los derechos humanos, donde plantea la tesis 

del concepto de "imperio", como caracterlstlca distintiva 

de la autoridad y menciona que la Corte (Segunda Sala) dictó 

una ejecutoria, cuyo sumario se publica en el informe de 

1982, p~glna 117 de la sección de tesis en materia 

administrativa, en la cual determina que Petróleos Mexicanos 

no es autoridad para los efectos del amparo, porque carece 

de imperio para hacer cumplir sus determinaciones. Entonces 

el doctor Fix-Zamudlo dice "Con motivo de los principios 
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liberales de la Revolución Prancesa, s~ estableció una división 

entre autoridad individuo. Sin embargo, esa concepción 

simplista se encuentra superada La sociedad contemporánea, 

explica el doctor Fix-Zamudio, asume un carácter grupal cada 

vez más complejo, en el cual el concepto de Imperio, que 

dlstingula a la autoridad, se ha venido opacando. En los 

tiempos actuales, los grupos de interés y de presión poseen 

un poder si no superior al menos similar al de los funcionarios 

estatales, por lo que pueden afectar, a veces con mayor fuerza 

que las propias autoridades, la esfera jurldica de los 

particulares, Inclusive aquella parte relativa a los derechos 

fundamentales Individuales y sociales de la persona humana 

consagrados constitucionalmente De esta maner.a, los 

particulares se encuentran ante una doble amenaza, la de 

los funcionarios públicos, y la de los organismos profesionales, 

económicos y pollticos y, en general, los llamados grupos 

de presión, incluyendo las asociaciones profesionales y 

económicas, los partidos pollticos y los drganlsmos 

descentralizados y en algunos casos las empresas de 

participación estatal" "Resulta Indispensable lograr 

una eficaz tutela jurldlca de los propios derechos humanos 

frente los grupos sociales intermedios, de Igual manera 

como se han establecido mecanismos de protección de los mismos 

derechos frente al Estado Esto no se ha logrado 

plenamente en México, concluye el doctor Fix Zamudio, pues 

a pesar de que los citados grupos sociales y organismos públicos 
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desc'entralizados realizan actlvlda,de's ,- paralelas a las de 

las, autoridades, y, por lo mismo,- no pueden considerarse 

como _ prov_eniente_s de particulares en sentido estricto, es 

déclr, de individuos privados, por Ja fuerza en· que pueden 

Imponer actos y resoluciones, la Jurisprudencia mexicana 

considera que contra los mismos no resulta procedente el 

juicio de amparo (salvo las excepciones que hemos estudiado)". 

El anál !sis anterior nos demuestra que el concepto 

tradicional de autoridad, considerado como aquella que se 

confiere al funcionario estatal para imponer coactivamente 

sus resoluciones a los particulares, se encuentra completamente 

superado, ya que el órgano del Estado puede ser de 1 a 

administración centralizada o bien de la administración pObllca 

paraestatal; y, porque además, el ente paraestatal pueden 

hacer exigible sus resoluciones al particular mediante el 

uso indirecto de la fuerza pObllca, pidiéndola 

autoridades que disponen de esa fuerza. 

otras 

Resulta incuestionable que los tribunales no pueden 

formular una tesis general sobre el problema, ante la creciente 

complejidad de la vida con la creación de asociaciones 

profesionales o económicas, partidos pol!tlcos y, en general, 

los llamados grupos de Interés y de presión, además considerando 

también las antiguas ideas rectoras de la jurisprudencia 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre quién 
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debe considerarse como "autoridad" para los efectos del amparo; 

la aplicación, de los contratos: órgano del Estado e imperio, 

ha dado lugar· a que se pronuncien ejecutorias sobre .diversos 

casos. 

El Juez Tercero de Distrito en el Estaúo de Puebla, 

con motivo de un amparo promovido en contra de la expedición 

y promulgación del Decreto de -9 de diciembre de 1984, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre 

del mismo a~o. mediante el cual se modificaron y derogaron 

diversas disposiciones del 

del Gas, publicado en el 

Reg 1 amento de 

Diario Oficial 

la Distribución 

de la Federación 

del 29 de marzo de 1960, sostuvo el siguiente criterio: "no 

ha lugar a admitir la demanda de garantlas que se plantea 

respecto de los actos reclamados la empresa paraestatal 

Petróleos Mexicanos • • en virtud de que dichas personas 

morales no revisten el carácter de autoridades para los efectos 

del amparo-, en virtud de que no disponen de la fuerza pública, 

legalmente o de hecho para hacer cumplir sus determinaciones 

y por tanto carecen de imperio para ejecutar sus determinaciones, 

que es indispensable para lo existencia de todo acto de 

autoridad, tal y como lo establece la jurisprudencia No. 

53, visible en la página 98 de la Octava Parte del último 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, publicado 

bajo el rubro: 'AUTORIDADES QUIENES LO SON' ••• ". 
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Ahora bien, d 1 cha cons iderac Ión resulta errónea 

de acuerdo a mi particular punto de vista, ya que el articulo 

24 del citado decreto establece: "Articulo 24.- Queda prohibido 

el suministro de gas L.P. para uso de motores de combustión 

Interna y su utilización de éstos. Excepcionalmente podrA 

autorizarse dicho uso cuando se trate de consumo prioritario 

estrictamente necesario, previa la conformidad de la Secretarla 

de Energla, Minas e Industria Paraestatal y de Petróleos 

Mexicanos 11
• 

Luego entonces, mediante dicho decreto se le confiere 

Petróleos Mexicanos el carActer de autoridad, toda vez 

que se le otorga la facultad de autorizar el suministro de 

gas L.P. para uso de motores de combustión interna, en unión 

de la Secretarla de Energla, Minas e Industria Paraestatal. 

A su vez, el articulo 118 del decreto antes mencionado 

establece las sanciones aplicables con motivo de la violación 

a lo dispuesto por el articulo 24, situación que necesariamente 

nos lleva a la conclusión de que a Petróleos Mexicanos debió 

conslderArsele como autoridad para los efectos del juicio 

de garantlas, tratAndose de la autorización y suministro 

de gas L.P. para uso de motores de combustión Interna, y 

como consecuencia, el juez debió de admitir la demanda de 

amparo por lo que se refiere a los actos de Petróleos Mexicanos, 

mAs aQn cuando se faculta a dicha empresa, tanto a suspender 
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el suministro de gas L.P. para motores de combustión Interna, 

como también se le faculta para autorizar tal suministro 

en unión de la Secretarla de Energ!a, Minas Industria 

Paraestatal. 

Otros. Jueces de Distrito, como el licenciado Efratn 

Polo Berna!, no sólo considero como autoridad responsable 

a Petróleos Mexicanos, sino también a muchas de las empresas 

encargadas del suministro de dicho combustible gas L.P., 

creándose una sltuac!On de mucha polémica por tratarse de 

empresas particulares: pero esta situación no es el objeto 

de nuestro estudio, por lo que se seguirá tratando de dilucidar 

la procedencia del juicio constitucional contra los actos 

de organismos públicos descentralizados. 

Sin lugar a dudas, en la época actual, las funciones 

del poder eje cut 1 vo se han manifestado, como se ha di cho, 

dentro de un marco de complejidad creciente organismos 

descentralizados y paraestatales y tal ha sido la necesidad 

Imperante que los criterios jurlsprudenciales han sido objeto 

de ampliación. As!, las más recientes ejecutorias pronunciadas 

por los Tribunales Colegiados de Circuito han sido contestes 

en afirmar que resultan igualmente actos de autoridad, para 

los efectos del juicio de garant!as, todos aquellos mediante 

los cuales, funcionarios o empleados de organismos estatales 

o descentra! Izados pretenden imponer dentro de su actuación 
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oficial, con base· ·en la ley y unilateralmente, obligaciones 

Jos particulares, o modificar las existencias, limitar 

sus derechos; tal es el criterio que puede leerse en la tesis 

número 3, visible en la p~g!na 29, de la Tercera Parte del 

informe de labores rendido por el Presidente de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, al concluir el año de 1981, 

bajo el rubro: "AUTORIDADES.- QUIENES LO SON". 

Un ejemplo de un organismo descentra! Izado que 

reune las caractertsticas necesarias para poder ser considerado 

como autoridad responsable en el juicio de amparo Jo es 

Aeropuertos y Servicios Auxiliares, puesto que, como se puede 

advertir, en el Decreto de - fecha 12 de junio de 1965, que 

Jo creó, es susceptible jur!dicamente de producfr alteraciones 

concretas particulares generales, llevadas cabo 

imperativamente por la ejecución de una decisión emanada 

del Poder Ejecutivo, o incluso de su actuar mismo. Ya que 

esta Investido de facultades de decisión y ejecución conforme 

al Decreto que Je dio origen (articulo 2• fracciones 1, 11 

y III), por cuanto hace la administración, operaciones, 

conservación de Jos aeropuertos y demAs servicios auxiliares 

y necesarios para la aviación, as! como la recaudación 

y usufructo de los ingresos percibidos con motivo de Ja 

explotación y uso de la vla general de comunicación, no teniendo 

mAs limitaciones que el hacerlo con estricto apego a la ley 

de V!as Generales de Comunicación, sus reglamentos y Jos 
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acuerdos, Ordenes ó ln.struc.cfci0es qu_e·. con :-'base ·e'n. di.cha. Ley 
' ' -" - '"' • ~··,' •'A :,, '• -, '• 

y Reglamento dicte la . Sec~etarla, de Coniun_Ícaciones' y 

Transportes. 

Esto podrla traducirse en una dec'lsl6n de no prestar 

servicios las lineas aéreas que explotan la vla de 

comunicación, de lmpedi r que estacionen sus aeronaves en 

las plataformas del aeropuerto, o que despeguen aquéllas, 

ya sea justificada o Injustificadamente, haciendo uso, 

inclusive, de la fuerza pQbl lea de que cuentan en los 

aeropuertos, actual izfodose as! situaciones de perjuicio 

para quienes explotan ese medio de comunlcacl6n. 

El Ejecutivo Federal es quien ejerce jurlsdicci6n 

en el aspecto administrativo de la vla general de comunlcacl6n 

en términos del articulo 3' de la Ley de Vlas Generales de 

Comunicación a través del organismo descentralizado, Aeropuertos 

y Servicios Auxiliares, el que estará presidido por el 

Secretario de Comunicaciones y Transportes, conforme al articulo 

6• del Decreto mencionado, de donde se colige el ejercicio 

de las facultades del Poder Ejecutivo. 

Otro ejemplo, lo podrlamos tomar de la Universidad 

Nacional Autónoma de México. Como se sabe, ésta es un organismo 

descentralizado del Estado, estructurada fundamentalmente 

por su Ley Orgánica de 30 de diciembre de 1944, expedida 
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por el Congreso de la Unión, gozando en su régimen interior 

de autonomla, segOn lo disponen los articulas 1 y 2 de dicha 

ley. La Universidad Nacional se encuentra vinculada con 

el Estado desde el momento en que fue creada leg!slativamente 

como organismo descentralizado funcionando autónomamente; 

algunos autores consideran que una vez creada con ese carácter, 

se desvincula de cualquier órgano o autoridad estatal. 

Efectivamente, al adquirir su autonomla se separa 

de toda actividad estatal, aunque anualmente la institución, 

través del subsidio que el Gobierno Federal le destina 

en el presupuesto de egresos de cada ejercicio fiscal, tiene 

relación de una manera muy sutil y relajada con la universidad •. 

La autonomla universitaria significa que la 

universidad misma, sin ingerencia de nlngOn órgano del Estado, 

se organiza como estime conveniente en el orden administrativo, 

docente y estatuarlo, estableciendo sus planes y programas 

de estudios; su Ley Orgánica sólo establece los lineamientos 

fundamentales para su estructuración y sus autoridades, 

señalando sus atribuciones. 

La universidad, como Institución pObllca que es, 

tiene por finalidad "impartir educación superior para formar 

profes!on!stas, investigadores, 

y técnicos Otiles a la sociedad" 

profesores 

(articulo 

universitarios 

1• de la Ley); 
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y en el desempeno de estos objetivos 

sin guardar 

Estado. La 

dependencia jerárquica con 

entidad estatal no tiene 

actOa autonómamente 

nlngOn órgano ·del 

Ingerencia alguna ni 

en la Integración de las autoridades universitarias. 

El Segundo Tribunal Colegiado del Primer Circuito, 

ha sostenido que la Universidad Nacional Autónoma de México 

no tiene el carácter de autoridad responsable, segOn se advierte 

de las siguientes ejecutorias, cuya parte conducente dicen: 

la Universidad Nacional Autónoma de México, es una 

corporación pObllca catalogada dentro de la categor!a de 

persona moral en los términos de la fracción II del articulo 

25 del Código Civil, por cuyo car~cter particular no puede 

ser enjuiciada en la vta constitucional de amparo, Instituido 

esencialmente para combatir actos de autoridad que violen 

garant!as Individuales. Indudablemente que se trata en la 

especie, como ha sido bien explorado, de una organización 

descentralizada del Estado por servicio, cuya autonom!a radica 

en su facultad de gobernarse por sus propios órganos desligados 

del Poder PObllco; y si bien colabora con aquél para la mejor 

real izaclón de sus atribuciones en lo que ve a la lmpartlclón 

de la educación pObllca superior, ello no quiere decir que 

exista una relación de jerarqu!a administrativa entre el 

Estado y la Universidad, por virtud de la cual debe someterse 

su potestad y mandato. sus funcionarios no los designa 

el Estado, sino que son electos unos y nombrados otros por 
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sus propios organismos particulares de acuerdo con ley Orgánica: 

y en el funcionamiento de la Institución, el Gobierno Federal 

carece de facultades de vigilancia y control directo, ya 

que rige su propia vida interna de acuerdo con los postulados 

de su invocada Ley y los que emanan de sus Estatutos expedidos 

por el Consejo Universitario. Todo ello nos Induce a confirmar 

que la Universidad quejosa carece de poder polltlco y de 

imperio; no dispone ni por mandato de la Ley ni de hecho, 

de esa fuerza que constituye una de las caracterlsticas 

fundamentales del Estado, y por ende, tales circunstancias 

contribuyen a fijar la naturaleza de la Máxima Casa de Estudios 

fuera de 1 concepto de autor! dad". (Queja 152/62 promov Ida 

por la Universidad Nacional Autónoma de México contra el 

auto dictado por el Juez Segundo de Distrito en Materia 

Ad,minlstrat!va en el Distrito Federal, que admitió una demanda 

de amparo contra actos de diversos órganos de dicha entidad). 

Es indudable que Ja Universidad Nacional 

Autónoma de México es un organismo descentralizado del Estado, 

porque as! lo dice el articulo 1• de su Ley Orgánica de seis 

de enero de 1945, pero esa designación no es suficiente para 

que tenga el carácter de "autoridad" para los efectos del 

amparo, porque segQn esa propia ley, la descentralización 

de la Universidad está llevada a tal extremo que se le llama 

'autónoma, porque no tiene dependencia jerárquica de a!gOn 

órgano del Estado, sus autoridades las nombra ella misma 
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y cuenta con patrimonio propio formado por bienes sujetos 

las disposiciones del derecho coman, salvo los Inmuebles 

destinados su servicio, los que son inalienables e 

imprescriptibles, por disposición del articulo 16 de Ja citada 

Ley Orgánica. Por tanto, no puede sostenerse que la Universidad 

sea un órgano del Estado, primer elemento constitutivo del 

concepto autoridad. Por sus funciones, tampoco se le puede 

considerar a la Universidad Nacional Autónoma de México como 

un órgano por medio del cual ejerciera su soberanla el pueblo, 

en términos del articulo 41 constitucional, pues sus fines 

son los de Impartir educación superior para formar 

profesionistas, investigadores, profesores universitarios 

y técnicos Otl les la sociedad, segOn Ja enumeracl~n que 

hace el articulo 1' de la Ley Orgánica de Ja Universidad, 

quedando, as!, fuera de sus funciones el Impartir educación 

primaria, secundarla y normal y de cualquier tipo o grado 

destinada obreros y campesinos, Ja cual se considera 

privativa del Estado, segOn Ja fracción 11 del articulo 3• 

constitucional y en relación Ja cual debe obtenerse 

previamente, en cada caso, la autorización expresa del Poder 

PObilco. Es evidente, porque as! Jo dice Ja fracción XXV 

del articulo 73 constitucional, que el Estado pueda dar 

educación profesional, pero esta 

especifica del Estado, porque 

función 

también 

no es privativa 

los particulares 

pueden Impartirla libremente, sin necesidad de autorización, 

como Jo dispone el articulo 45 de Ja Ley Orgánica de Educación 
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POblicá. 
' ' ~ -. :: -: .-_ 

Las Ja cu l.tades:· :íie · · 1 a·. Un.1 vers !dad, enumeradas en 

el. articula 2.• de su Ley 'o~9~~ic{~e;reducén a: 

.. 

II. - Impa rtl r sus 

III.- Organizar sus bachilleratos, con la misma 

extensión de los estudios oficiales de la 

Secretarla de Educación PObllca. 

IV.- Expedir certificados de estudios, grados y 

titulas, y 

v.- Otorgar, para fines académico.s, validez 

los estudios que se hagan en otros establecimien­

tos educat l vos. 

Todas estas actividades de ninguna manera lmpl lean 

que la Universidad Imponga su voluntad los particulares, 

es decir, no tiene función de autoridad, tal como lo estimó 

o.l acuerdo que se revisa, el que deber~ confirmarse dada 

la Inoperancia de los agravios y teniendo en cuenta que el 

concepto de 'autoridad' es esencial para la procendencia 

del juicio de garantlas, pues esta se d~. segan el articulo 

103 constitucional, Onicamente contra los actos de autoridad 

y no de particulares". (toca R. 1170/60. Resolución 

pronunciada el 25 de diciembre de 1960). 
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Ahora Üeil, :: la ·unf~~í,.sldad' Nacional Aut6noma de 

México, como se · h~· Xs't<i'i es. un organismo descentra! Izado 

aut6nomo, sin someÚ~li~t.o~'a{~·~gan~ dél Estado; en su régimen 

interno existe úÜa:':rel~tT~~'Je~:~;quica entre ella y los alumnos 

o estudiantes (elemerito ·hu~~no), y por lo tanto, puede desplegar 

actos de poder imperativo, actuando de una manera unilateral 

y coercitiva, o bien, actuando sin Imperio puede hacer uso 

indirecto de la fuerza pública a través de alguna otra autoridad 

que si goce de tal. 

En la hipOtesis de que la Universidad no expidiera 

el titulo a quienes han cumplido con los requisitos, condiciones 

que la ley establece, tal acto omlslvo serla violatorlo de 

garantlas individuales, toda vez que el articulo ~· Constitucio­

nal dispone que la ley de cada Estado va a establecer qué 

profesiones necesitan titulo para su ejercicio, las condiciones 

que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han 

de expedirlo, tendrla que reconocérsele el car&cter de 

autoridad responsable, tan discutido por la doctrina, aunque 

se argumentara que la Universidad Nacional Aut6noma de México, 

por ser un organismo descentralizado aut6nomo y con personalidad 

jurldlca propia, careciera de imperio para hacer cumplir 

sus determinaciones; serla necesario que ese acto lo impusiera 

por la fuerza pública?, definitivamente no. Por tal motivo, 

consideramos que la Universidad Nacional Aut6noma de México 

sl puede tener el car&cter de autoridad responsable para 
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Jos efectos del juic16 ~e garant!as. 

A mayor· abundamiento, el origen del funcionamiento 

y estructura orgánica de Ja Universidad, asume una Investidura 

'su! gene_rls'·; ya que fue creada a través de un acto del 

Poder Públ leo (Ley Orgánica), por lo que no es una entidad 

privada, y los actos de sus autoridades no son evidentemente 

de particulares, pero tampoco se les considera 'actos de 

autoridad' en el sentlto tradicional de la doctrina; el articulo 

3' de Ja Ley Orgánica de la Universidad establece quiénes 

serán las autoridad.es universitarias, otorgándoles esta propia 

ley diversas facultades en el ámbito de su competencia, pero 

nuestra duda surge si dichas autoridades universitarias ·se 

excedieran de esas facultades conferidas, desplazándose con 

coercltlvldad y unilateralidad, Qué 6rgano serla el encargado 

de revisar su proceder y establecer si actúa conforme a derecho 

o no. 

Por otra parte, se alega que no es concebible que 

Ja Universidad sea una especie de !nsula, dentro de cuyos 

dominios no Impere la Constltucl6n, ya que la autonom!a 

universitaria es la capacidad para que dicha entidad jurldica 

se de sus propias normas orgánicas y funcionales y designe 

a las persons que encarnen a sus diferentes 6rganos directivos 

y administrativos sin Intervención alguna del Estado, pero 

que dicha autonom!a no puede extenderse hasta el extremo 
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de que la Universidad y sus funcionarios actGen fuera o contra 

del orden constitucional. Se concluye, que seria absurdo 

que la autonomia de la Universidad se conceptuase <:orno una 

especie de soberania sustraida de la observancia de Ja 

Constitución, en cuanto que ésta no rl~lera los actos de 

sus autoridades y que los propios actos pudieran violar 

Impunemente las garantias constitucionales en detrimento 

de los alumnos y profesores. Se sostiene que Ja Constitución 

tiene un imperio normativo total dentro del territorio nacional, 

en el sentido de que nadie ni nada puede estar al margen 

de sus mandamientos, ni mucho· menos comportarse insancionab!eme~ 

te contra ellos. De estas aserciones se infiere que, dentro 

de un régimen de derecho fundado en Ja Constitución como 

ordenamiento b~slco y supremo, no es posible Lolerar que, 

a pretexto de una mala entendida autonon1ia, las autoridades 

universitarias no deban respetar sus prescripciones, y entre 

éstas, las concernientes a las llamadas garant!as individuales, 

cuya violación, por actos de tales autoridades, hace procedente 

el amparo a falta de algGn recurso juridico ( latosensu) lntra 

o extra universitario, mediante el cual los afectados pudiesen 

obtener la reparación correspondiente. 

En consecuencia, se considera que la procedencia 

del juicio Constitucional contra actos de las autoridades 

universitarias, en el caso que mencionamos, no mermarla Ja 

autonomia de la universidad al darle ingerencia al órgano 
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de control· constltuc.lonal, ·;porque la autonomla radica en 

darse SIJS propios estátutos, organizarse en el orden 

administrativo, docente y: estatutario, establecer programas 

y planes de estudio, sin tener Ingerencia el Estado en la 

ensenan za. 



PRIMERA. - La admlnlstraclón pObllca federal en 

México, contaba con tres Secretarlas de Despacho que eran 

la de Guerra, la de Hacienda y la de Goblerno; a través del 

tiempo ha tenido una evolución de acuerdo a las necesidades 

polltlcas sociales del Estado Mexicano, contando en 1 a 

actualidad con dieciocho Secretarlas de Estado, y un 

órganos Departamento Administrativo. A la par de estos 

estatales centralizados, se han creado y se han venido 

desarrollando 

una función 

1 os Organ 1 smos Descentra! 1 zados, 

muy importante dentro del vasto 

que desempenan 

mundo de 1 a 

administración pOblica federal; estos organismos, son autónomos 

e Independientes del poder central, aunque de alguna manera 

se encuentran vinculados con el Estado, por ser éste el que 

les dió vida, a efecto de coadyuvar con él para una mejor 

administración pObllca. 

SEGUNDA.- La doctrina define 

responsable a que 1 órgano estatal, de 

como 

facto o 

autoridad 

de jure, 

investido con facultades de decisión, cuyo ejercicio crea, 

modifica o extingue situaciones generales o concretas, de 

hecho o jurldicas, con trascendencia particular y determinada, 

de una manera imperativa, en relación con el cual se presume 

la violación de garantlas individuales. 



TERCERA.- Según 1 a Ley de Amparo, autor id ad 

responsable. es aquel tá que dicta u ordena. ejecuta o trata 

de ejécuta¿.1a¡¡~;~~ ~l acto reclamado (articulo 11), concepto 

que é1Ysimisn1oés'muy ampffo. 

CUARTA;- La Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha estable¿ldo en jurisprudencia firme el concepto de autoridad 

responsable para los efectos del amparo, comprendiendo 

todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública, 

en virtud de circunstancias ya legales, ya de hecho, y que, 

por lo mismo, estén en poslbl 1 idad material de obrar como 

individuos que ejerzan actos públicos, dotados de fuerza 

pública. 

QUINTA. - Autoridades de hecho de facto, 

diferencia de las de derecho, son aquellas que carecen de 

Investidura constitucional o legal y, sin embargo, ilegalmente 

es costumbre que formen parte del aparato estatal, ya sea 

federal, local o municipal, en virtud de que no se han observado 

las prescripciones legales o constitucionales, para su creación, 

o sea, los requisitos o condiciones que deban reunir para 

adquirir la legitimidad de su personalidad para desempeñar 

el cargo y su competencia. 



SEXTA.- Por regla general, los organismos 

descentralizados no tienen el carActer de autoridad para 

los efectos de la Ley de Amparo, segOn la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación; sin embargo, procede el juicio de 

garant!as contra actos de esos organismos cuando, segan la 

ley, dicten determinaciones resoluciones, con fundamento 

en alguna disposición legal que les otorgue tal facultad, 

estableciendo cargas u obligaciones en perjuicio de los 

gobernados, y, pueden ser exigibles mediante el uso directo 

o indirecto de la fuerza pOblica, ya sea, que estos mismos 

organismos dispongan de ella, o bien, que exista la posibilidad 

legal para acudir a otras autoridades que llevan a cabo su 

ejecución, estén o no sujetos tales actos a revisión.. Por 

ejemplo, el caso de liquidación de cuotas recargos 

determinados por el Instituto Mexicano del Seguro Social 

y que es un organismo descentralizado, fiscal autónomo, segan 

la ley. 

SEPTIMA.- Debido la importancia en la época 

actual de las funciones del poder ejecutivo, que se han 

desp 1 azada organismos descentralizados paraestata les, ha 

habido la necesidad de establecer algunos criterios sobre 

la procedencia del juicio de garant!as contra los actos de 

dichos organismos descentralizados. 



Por e 11 o, para que 1 os actos de organ 1 smos 

descentralizados puedan ser considerados como actos de autoridad 

para los efectos del amparo, deben revestir las peculiaridades 

de ser actos con imperio, es decir, con facultades de decisión 

ejecución, cuyo desempeno, conjunto separado, produce 

la creación, modificación la extención de situaciones 

- generales o especiales, jur!dicas f~cticas, dadas dentro 

del Estado, o su alteración o afectación, caso en el cual 

el gobernado tiene la inexorable obligación de acatarlo, 

y la voluntad del particular se encuentra necesariamente 

supeditada a la voluntad del órgano externada a través del 

propio acto, traduciéndose en privativos de derechos 

constitutivos de obligaciones. 

OCTAVA.- Los actos de los organismos descentralizados 

ser~n coercitivos, cuando tengan la facultad que tiene todo 

acto de autoridad del Estado para ser respetados y ejecutados 

coactivamente por diferentes medios, ya sea por el auxilio 

directo de la fuerza pQbllca, o bien, cuando deban ser 

obedecidos o ejecutados por otras autoridades, sin que éstas 

puedan revisar dichas determinaciones, concretando se Qnlcamente 

a efectuar 

equivale 

Indirecta. 

1 a conducta que 

disponer de la 

contemplan, obedecerlas, 

fuerza pQbl lea de una 

1 o que 

manera 

.... 



NOVENA.- Por Gltimo, se considera que para determinar 

la procedencia del juicio de garant!as contra los actos de 

los organismos descentralizados, es menester acudir la 

ley, que es la única fuente que puede servir para resolver 

si determinada institución pGblica es o no autoridad para 

los efectos del juicio conzt!tucional, y es necesario también 

analizar el caso concreto de que se trata, examinando si, 

con fundamento en alguna disposición legal. esa institución 

puede tomar determinaciones o dictar resoluciones que vengan, 

en alguna forma cualquiera, establecer cargas, privar de 

derechos, o constituir obligaciones en perjuicio de terceros, 

que puedan ser exigibles mediante el uso directo o indirecto 

de la fuerza pública, segGn que dispongan de ella, ,siendo 

irrelevante la caracter!stica de la personalidad jur!dica 

y patrimonio propios. 



A P O R T A C 1 O N. 

El tema central de esta tesis se concreta en precisar 

que son los organismos descentralizados y si procede el juicio 

de amparo en contra de los actos emanados de este tipo de 

personas morales. 

La descentralización, para el derecho administrativo, 

es una forma jurld!ca en que se organiza la administración 

pública, mediante la creación de entes ~Obl!cos por el 

legislador, dotados de personalidad jurldlca y patrimonio 

propio, y responsable de una actividad especifica de interés 

público. Al través de esta forma de organización y acción 

administrativa, que es la descentralización administrativa, 

se atienden fundamentalmente servicios públicos especificas. 

Aunque la multiplicación creciente de los fines del Estado, 

particularmente de orden económico, es forma jurldica que 

también se utiliza para actividades estatales de otros 

propósitos públicos. 

En la doctrina mexicana se aceptan, 

dos clases de descentralización administrativa; 

y por región. 

en general, 

por servicio 

La primera, caracterizada por organismos creados 

para prestar determinados servicios públicos (Instituto Mexicano 



del Seguro Social, Universidad Nacional Autónoma de México, 

Petróleos Mexicanos, etc.), y la segunda, por organismos 

instituidos para atender y satisfacer las necesidades pGblicas 

de una región como el municipio. 

En relación Ja intervención del organismo 

descentralizado en el juicio de amparo, es fAc!J asegurar 

que s! puede asumir el carActer de quejoso, ya que estos 

organismos, titulo de gobernados, gozan de las garant!as 

individuales que otorga la Constitución General de la RepGblica. 

en su 

Por consiguiente, 

esfera jur!dica un 

si dichos organismos resienten 

acto de autoridad que ~stimen 

violatorio de alguna garant!a individual, tienen expedita 

la acción de amparo para solicitar la protección de la justicia 

federal, es decir, pueden ser quejosos en el juicio 

constitucional. De la misma manera, no hay obstAculo alguno 

para que tengan el carActer de terceros perjudicados. 

La cuestión consistente en determinar si un organismo 

descentralizado puede figurar como autoridad resJ>onsabie 

en un juicio de amparo debe responderse con una afirmación, 

siempre que la resolución del organismo descentralizado 

constituya un acto de autoridad, es decir, que deba ser acatada 

o pueda hacerse cumplir coerc!tivamente, sea por el propio 

organismo o por otra autoridad estatal, pero sin que ésta 



Oltlma tenga la facultad de hacerla cumplir o de 

cuando la ley la repute como meramente ejecutora 

resoluciones del citado organismo. 

negarse, 

de las 
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